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DEL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 157 DE 2015 CÁMARA, 04 DE 2015 
SENADO

por medio del cual se establecen instrumentos 
jurídicos para facilitar y asegurar la implementación 

estable y duradera.
I. TRÁMITE LEGISLATIVO
Origen: Gubernamental y Congresional.
Autores: Ministro del Interior, Juan Fernando 

Cristo Bustos.
Senadores: Roy Barreras Montealegre, Óscar Mau-

-
-

-

Representantes: Ángela María Robledo, Miguel Án-

Penagos, Bé -

Proyecto publicado: Gaceta del Congreso número 
706 de 2015. 

Ponencia para primer debate en Comisión Pri-
mera de Senado: Gaceta del Congreso número 776 
de 2015.

Ponencia para segundo debate en Plenaria de Se-
nado: Gaceta del Congreso número 821 de 2015.

Ponencia mayoritaria para primer debate en 
Comisión Primera de Cámara: Gaceta del Congreso 
número 943 de 2015.

Ponencia de archivo para primer debate en Co-
misión Primera de Cámara: Gaceta del Congreso 
número 949 de 2015.

Ponencia mayoritaria para segundo debate Ple-
naria Cámara: Gaceta del Congreso número 1010 de 
2015.

Ponencia negativa para segundo debate Plenaria 
Cámara: Gaceta del Congreso número 1023 de 2015.

Ponencia para primer debate en segunda vuelta 
Comisión Primera Senado: Gaceta del Congreso nú-
mero 113 de 2016.

Ponencia para segundo debate en segunda vuelta 
Plenaria Senado: Gaceta del Congreso número 158 
de 2016.

Ponencia de Archivo para primer debate en segun-
da vuelta en Comisión Primera de Cámara de Repre-
sentantes.

Ponencia Mayoritaria para primer debate en se-
gunda vuelta en Plenaria de Cámara de Representantes.

Estado actual: Tránsito a Segundo Debate Segunda 
Vuelta en Plenaria de Cámara de Representantes.

I.I. CONSIDERACIONES AL PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO

1. Proceso de paz 
El proceso de paz, del Gobierno de Juan Manuel 

mediante una reunión en Noruega, a partir de esta fecha 
se han reunido en varias ocasiones. Desde noviembre 
del mismo año es en La Habana, Cuba, donde se reali-
zan los diálogos entre el gobierno y las Farc en la mesa 
de negociaciones, se ha tratado temas desde el desa-
rrollo agrario, acceso a la tierra, de Comisión para el 
esclarecimiento de la verdad, la convivencia y la no re-

Farc anunciaban un cese unilateral que no cumplían, 
también se presentaban atentados terroristas tanto a la 
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infraestructura como al medio ambiente y además el 

de marzo del presente año, el cual no se cumplió. Cabe 
preguntarse ¿por qué no se cumplió en esta fecha anun-
ciada, será que el Presidente reconoció un mal acuerdo, 

Los temas tratados en la mesa de negociación son 
6 puntos: 

1. Desarrollo Agrario Integral 

Acá se les da facultades a la Farc, para que digan 
cómo se va a desarrollar el agro de aquí en adelante, 
cuando ellos han sido quienes han empobrecido el 

han secuestrado y extorsionado a nuestros campesinos. 
-

dores de tierras los vamos a poner a establecer las po-
líticas para el aprovechamiento de las tierras y hay que 

contra la propiedad privada. 

2. Participación política 

No habrá ningún límite a los mayores criminales, a 
los máximos responsables de crímenes, para que ellos 
puedan participar políticamente y ser alcaldes, gober-
nadores, congresistas y hasta Presidente de la Repúbli-
ca

Es lo que se pretende regular a través de este Acto 
Legislativo.

4. Solución al problema de drogas ilícitas

-
ciador del terrorismo, no ha sido delito político, al con-
trario ha sido una atrocidad continuada, nunca indul-
table. 

5. Víctimas

Se han burlado de las víctimas, han escogido cuáles 
son sus propias víctimas, y como se inventaron el tema 

se escucharon en este proceso fueron de otras organi-

están fueron escogidas por ellos mismos. 

No hemos tenido sino improvisaciones de parte del 
gobierno y un tomadero del pelo por parte de la Farc, 
en la refrendación aquí no va existir ningún tipo de re-
frendación, el presidente ya manifestó en la audiencia 
pública, que se llevó a cabo en la Corte Constitucional, 
que le iba hacer una concesión graciosa a los colombia-
nos, con el referendo disfrazado de plebiscito.

2. La Constitución

-
mal, sociológico y político. 

conjunto de normas con carácter positivo superior, que 

formal y material.

La Constitución formal es un estatuto normativo 
consagrado en un texto considerado como superior y 

principios a los que debe obedecer, su funcionamiento 
y las relaciones con los particulares.

-
nal”, o “Carta Magna”, o “norma fundamental”, 

-
nismo extraordinario: el poder constituyente, y cons-
tituye siempre un acto de carácter político que se re-
frenda mediante actos de carácter jurídico que tienen 
efecto legitimador (asamblea constituyente, referendo, 
acuerdo constituyente, pacto de clases constituyentes, 

el cual es más bien un reformador.
Para consolidar el sentido material descrito es ne-

cesario integrar el valor normativo de la Constitución, 
es decir, el reconocimiento de que la Constitución es 
norma de carácter superior y tiene aplicación directa, 
que no simplemente se trata de una norma para otor-

misma vincula las actuaciones del Estado y los par-
ticulares. El contenido material se cifra además en la 

consagrados en la Constitución.

real es aquella que obedece a la estructura real del 
poder político y a los procesos de poder que al interior 

su incidencia en el sistema de dominación. Ferdinan 
Lassalle llama a este tipo de constitución la constitu-

componen una constitución.

está conformada por una parte orgánica y otra dogmá-
tica. En la parte dogmática de la Constitución (de las 

-
gra valores superiores de una sociedad, que postula los 

principalmente por el ordenamiento jurídico. En sínte-
sis: se trata de un conjunto de normas que establecen 
los principios básicos que orientan la vida del Estado 

La parte orgánica, determina la estructura del Es-
tado, jerarquías, procedimientos y las competencias 

-

-
cedimientos.

• Principios fundamentales en los que se sustenta el 
orden constitucional. 

de los mismos.  
• Estructura institucional del Estado.
• Control Constitucional: para que la Constitución 

efectivamente sea la norma básica y superior del siste-
ma jurídico se requiere que en ella misma se contem-

-
rantice su superioridad, es decir, debe indicarse cómo 
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• Procedimientos de reforma constitucional: con 

cambios que supone la vida social y estatal sin que se 

 
 

-

el cambio de las constituciones”.
“FUNCIONES DE LA CONSTITUCIÓN 
1. Garantía de las libertades fundamentales. 
2. Función constitutiva del Estado: Las constitu-

ciones sirven para demostrar ante la comunidad inter-
nacional el surgimiento de un nuevo Estado. Por ello 
todos los Estados luego de independizarse se muestran 
ante los demás países como portadores de una Consti-
tución propia.

3. Función de estabilización: Las constituciones se 
caracterizan por poseer una tendencia a la permanencia 
o si no, a la perdurabilidad, por consiguiente otorgan 
estabilidad al poder político que se apoya en ellas.

4. Función de racionalización: Las constituciones 
permiten  esto se logra 
en parte a través de la aplicación del principio de sepa-

virtud de la prohibición de concentrar el poder en un 
solo órgano. Además se logra con normas que deter-
minan las competencias de las autoridades, sujetando 
por consiguiente el ejercicio del poder a unas normas 
previas, esto es, el poder queda así sujeto a la legali-
dad.

5. Función de legitimación del poder político: De-
bido a que las constituciones incorporan principios 
políticos democráticos y liberales su existencia, como 

6. Función de propaganda y educación política.
7. Función de cohesión social: la Constitución sirve 

como elemento aglutinado e integrador de la sociedad.
8. Función de -

compacto a pesar de las contradicciones que puedan 
existir entre intereses contrapuestos. 

9. Función como base fundamentadora del sistema 
-

normativa tiene su fundamento en la Constitución. A su 
vez la Constitución es el principal parámetro de validez 

1”.

son las más antiguas, esto es debido a que son más 
compatibles con sociedades arcaicas con pocas o nin-
guna estructura administrativa ni institución. Debido 
a esa ausencia de entramado administrativo la ley re-
caía en la costumbre, que es la que generó las escasas 
instituciones existentes en esa sociedad. Este tipo de 
constitución por tanto aparece en pequeñas comunida-

1   Formación ciudadana y constitucional Universidad de Antioquia.

des, ya sean urbanas como las ciudades-estado griegas 
o rurales como la Inglaterra medieval. 

En el lado opuesto están las constituciones rígidas, 
más modernas y que se enmarcan en una etapa más 
avanzada de la política y la estructura del estado. Co-

comenzó a extenderse la idea de separar las leyes fun-
damentales del resto. Esta idea se extendió por la mayor 
parte de los países del mundo. El máximo exponente de 
este tipo de constitución es el modelo norteamericano, 
la constitución estadounidense es rígida, pero es que 
además, la constitución de los 45 estados de la unión 
que también son constituciones rígidas. Una iniciativa 
de reforma de la constitución norteamericana debe ser 
aprobada por el Congreso (Cámara de Representantes 
y Senado) y por los estados de la unión. Pero no sólo 
es de las más rígidas (apenas tiene enmiendas, ahora y 

-
plo de las que vendrían después. Tiene su origen en las 
colonias británicas en América del Norte que eran re-
gidos por cartas reales inalterables por las asambleas 
coloniales. Eran cartas rígidas porque sólo podían ser 

proporcionar cartas rígidas que intentasen contemplar 
todos los escenarios posibles.

-
ricana en cuanto a las formas. La primera de las causas 
de porqué se elige este modelo deriva del deseo de los 
ciudadanos a asegurar sus propios derechos y a que se 
gobierne a favor de la ciudadanía, para lo cual adop-

 Por último, en el caso de estados 
que surgen de la unión de otros más pequeños en una 
federación o confederación, de manera que una consti-

al margen del gobierno central. Este modelo de cons-
titución se impone por voluntad de un monarca (cartas 
reales, cartas otorgadas), cuando una comunidad se le-
vanta contra la antigua forma de gobierno y crea una 
nueva (la Revolución Francesa) o por la presencia de 
nacionalismos: independencia de regiones dentro de un 

se unen varias comunidades con estrechas relaciones 
(Imperio Alemán o el Reino de Italia).

El caso de la Constitución Española de 1931 es un 
-

men anterior y trata de adoptar una serie de derechos 
-

cioeconómicos. Mientras, la Constitución Española de 
1978 responde más a las características de una consti-
tución otorgada debido al tipo de transición a la demo-
cracia que tuvo el país, donde instituciones del régimen 
colaboraron activamente con la oposición, ya sea para 
llegar a consenso o para intentar perpetuar su legado. 

responder a las necesidades sociales sino proporcionar 
-

lítico.
-

sas a frecuentes alteraciones que alteren el orden públi-
co o los derechos individuales. 

En cuanto a las debilidades y fortalezas de las cons-
tituciones rígidas derivan, precisamente, de lo contra-
rio: son menos susceptibles a gobiernos despóticos que 
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III. DISCORDANCIA DEL PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 157 DE 2015 

CÁMARA
por medio del cual se establecen instrumentos jurí-

dicos para los desarrollos normativos necesarios para 
facilitar y asegurar la implementación del acuerdo 

-

Supremacía de la Constitución Política
Como lo he manifestado anteriormente este pro-

yecto es totalmente inconstitucional y nulo en cuanto 
en el nombre de la paz, se quiere pasar por encima de 
nuestra Constitución Política, Dentro del preámbulo de 
la Constitución, encontramos que la paz es uno de los 

-
lo 22, que consagra la paz como un derecho y un deber 
de obligatorio cumplimiento.

-
na, han coincidido en que los valores constitucionales 
se encuentran explícitos en el preámbulo de la Consti-
tución y como tal, deben ser reconocidos como verda-

-
ces que inspiran a toda la Norma Fundamental. 

Es cierto que la paz está incorporada en el preám-
bulo de la Constitución Política y es concebida como 
un derecho y un deber, pero no en nombre de ella se 
puede pasar por encima de la Constitución sustituyén-
dola, porque de ser así, estaríamos vulnerando no solo 

-

tal como lo contempla el preámbulo de nuestra Cons-
titución.

Tal como está concebido este Proyecto de Acto Le-
gislativo, se sustituye la Carta Constitucional pues hay 
una diferencia muy clara entre reformar y sustituir la 
Constitución.

La facultad de reformar la constitución, es otorgada 
por la Carta Nacional en el marco de los parámetros que 
ella misma establece. Es así como desde 1991, existen 
7 artículos dedicados a la reforma de la Constitución, 
los cuales contienen las reglas y procedimientos espe-

Artículo 374. La Constitución Política podrá ser 
-

tuyente o por el pueblo mediante referendo.
Artículo 375. Podrán presentar proyectos de acto 

el veinte por ciento de los concejales o de los diputados 

al cinco por ciento del censo electoral vigente.
El trámite del proyecto tendrá lugar en dos perío-

de ellos por la mayoría de los asistentes, el proyecto 

la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los 
miembros de cada Cámara.

En este segundo período sólo podrán debatirse ini-
ciativas presentadas en el primero.

Artículo 376. Mediante ley aprobada por mayoría 
de los miembros de una y otra Cámara, el Congreso 
podrá disponer que el pueblo en votación popular de-

competencia, el período y la composición que la misma 
ley determine.

así lo aprueba, cuando menos, una tercera parte de los 
integrantes del censo electoral.

de los ciudadanos, en acto electoral que no podrá coin-
-

penso la facultad ordinaria del Congreso para refor-

adoptará su propio reglamento.
Artículo 377. 

reformas constitucionales aprobadas por el Congreso, 

Capítulo 1 del Título II y a sus garantías, a los proce-
dimientos de participación popular, o al Congreso, si 
así lo solicita, dentro de los seis meses siguientes a la 

de los ciudadanos que integren el censo electoral. La 
reforma se entenderá derogada por el voto negativo de 
la mayoría de los sufragantes, siempre que en la vota-

censo electoral.
Artículo 378. 

ciudadanos en las condiciones del artículo 155, el 
Congreso, mediante ley que requiere la aprobación de 
la mayoría de los miembros de ambas Cámaras, podrá 
someter a referendo un proyecto de reforma constitu-
cional que el mismo Congreso incorpore a la ley. El 
referendo será presentado de manera que los electores 
puedan escoger libremente en el temario o articulado 

La aprobación de reformas a la Constitución por 

exceda de la cuarta parte del total de ciudadanos que 
integren el censo electoral.

Artículo 379. -
ria a referendo, la consulta popular o el acto de con-

ser declarados inconstitucionales cuando se violen los 
requisitos establecidos en este título.

-
vancia de lo dispuesto en el artículo 241 numeral 2.

Artículo 380. -
-

ción rige a partir del día de su promulgación.
Tal como se puede evidenciar con la lectura del Tí-

tulo XIII referente a la “Reforma de la Constitución”, 
existen límites formales y procedimentales que la mis-

-

surtir un proyecto de acto legislativo, el cual necesa-
riamente debe ser tramitado en dos períodos y contar 
con el voto favorable de la mayoría de los miembros 
de ambas cámaras, a su vez la Carta también establece 
quienes pueden presentar estos proyectos.
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Conforme a lo anterior, una reforma constitucional, 
supone requisitos y límites que la misma Constitución 

siempre y cuando conserven la identidad de la Carta 
y sin que tales reformas supongan la supresión de la 
Constitución vigente o su sustitución por una nueva, a 
pesar de las reformas que se le introduzcan. 

Si bien la Constitución contempla la autorización 
de reformarla, no establece que ésta pueda ser sustitui-
da. En palabras de la Corte Constitucional en la Sen-
tencia C-551 de 2003, estima que “se confunden dos 
temas diferentes. Una cosa es que cualquier artículo 
de la Constitución puede ser reformado –lo cual está 

principios intangibles de manera expresa, como es el 
caso de la colombiana– y otra cosa es que so pretexto 

-
da por otra Constitución totalmente diferente –lo cual 

y excedería la competencia del titular de ese poder”.
Una reforma constitucional que produzca alteración 

-
ción y que como consecuencia sea reemplazado por 
otro, es considerada sustitución de la Constitución2.

sustitución de la Constitución, plantea que hay sustitu-
ción si se presenta alguno de estos aspectos los cuales 
serán estudiados uno a uno en la discusión de cada ar-
tículo del proyecto: 

1. Se invade el ámbito de libertades y competencias 
básicas de los ciudadanos.

2. Se afecta el funcionamiento de las ramas u órga-
nos del poder público otorgándole a una rama u órgano 
tanto poder que desequilibre la estructura fundamental 
del Estado.

3. Cuando con la reforma afecte la identidad axioló-
gica de la constitución.

En este proyecto de acto legislativo, es evidente 
como se vulneran los tres puntos anteriormente seña-
lados. 

Estudio jurisprudencial y legal del articulado
Artículo 1°. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio, el cual quedará así:
“Artículo transitorio. Procedimiento legislativo es-

pecial para la paz. Con el propósito de agilizar y ga-
rantizar la implementación del Acuerdo Final para la 

Paz Estable y Duradera (Acuerdo Final) y ofrecer ga-
-

ra excepcional y transitoria se pondrá en marcha el 
Procedimiento Legislativo Especial para la Paz, por un 
período de seis meses, contados a partir de la entrada 
en vigencia del presente acto legislativo y luego de la 
refrendación del Acuerdo Final. Este procedimien-
to podrá ser prorrogado por un período adicional de 
hasta seis meses mediante comunicación formal del 
Gobierno nacional ante el Congreso de la República”.

El Procedimiento Legislativo Especial para la Paz 
se regirá por las siguientes reglas:

2  Sentencia, Corte Constitucional, C-970 de 2004.

a) Los proyectos de ley y de acto legislativo trami-
tados mediante el procedimiento Legislativo Especial 
para la Paz serán de iniciativa exclusiva del Gobierno 
nacional, y su contenido tendrá por objeto facilitar y 
asegurar la implementación y desarrollo normativo 

la Construcción de una Paz Estable y duradera.
Este literal es totalmente anticonstitucional, pues 

nacional, pues bien en Colombia hay un procedimiento 
en la ley el cual es: 

1. Iniciativa legislativa: Según las normas de pro-

quienes tienen la posibilidad de presentar proyectos de 
ley o de acto legislativo: el Gobierno Nacional a través 
de los Ministros, los congresistas, órganos constitucio-

esta iniciativa está restringida por la misma Constitu-
-

iniciativa legislativa. 
2. Presentación de los proyectos de ley: Los pro-

yectos de ley deben ser presentados ante las secretarias 
generales de una y otra cámara o públicamente en las 
plenarias respectivas, con la única excepción de que los 
proyectos tributarios deben ser presentados en la Cá-

de convenios y tratados internacionales deben ser pre-
sentados en el Senado de la República. Estos proyectos 
no deben estar soportados al momento de su presenta-

la viabilidad de la iniciativa, la ley no lo reglamenta y 
tampoco existe un órgano dentro del Congreso que ase-
sore la elaboración de proyectos. Después de radicado 
el proyecto, es repartido a la Comisión Constitucional 
Permanente a la que le corresponda su trámite en virtud 
de la especialidad del tema. La competencia de una u 
otra cámara para resolver el tema estará determinada 
por el presidente de la Cámara en la que se presentó la 
iniciativa. 

3. Publicidad: Ningún proyecto será ley sin haber 

darle curso en la comisión respectiva. Así mismo se es-
tablece la publicidad de cada una de las ponencias, y de 
los informes de la comisión de conciliación antes de su 
debate en las cámaras. 

4. Debates y deliberaciones: Todos los congresistas 
pueden presentar enmiendas a los proyectos que estén 
en curso, planteándola ante la comisión constitucional 
respectiva y presentándola por escrito hasta el cierre 

-

su articulado. (Subrayado fuera de texto).
Durante las Sesiones Plenarias y en las Comisio-

nes, pueden participar además de los congresistas, los 
ministros y funcionarios que sean invitados para inter-
venir en temas relacionados con el desempeño de sus 
funciones y las iniciativas por estos presentadas. Los 
ciudadanos también podrán ser oídos en las Cámaras 
a través de un vocero en las etapas de trámite cuando 
hagan uso de los mecanismos de iniciativa popular. 

Entre el primer y el segundo debate deberá mediar 
un lapso no inferior a 8 días calendario, y entre la apro-
bación de un proyecto en una de las cámaras y la ini-
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ciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo 
menos, 15 días, salvo que el proyecto haya sido deba-

-
nales, en cuyo caso podrá presentarse la simultaneidad 
del segundo debate en cada una de las cámaras. 

Existen las comisiones conciliadoras conformadas 
por un número igual de Senadores y Representantes 

-
yoría. 

5. Mayorías y votaciones: Las mayorías están rela-
cionadas con las decisiones que se adoptan a través de 
los diferentes modos de votación. Tenemos la mayoría 

radica en la materia que se esté discutiendo y votando. 
-

tales: Todo proyecto de ley luego de ser aprobado por 
ambas cámaras debe ser sancionado por el Presiden-

se promulgue como ley. En caso de que se presenten 
-

rentorio dependiendo del número de artículos del pro-

sanción y promulgación. 
-

constitucionalidad, al proyecto de ley, este será devuel-
to a la cámara de origen para que allí se nombre una 
comisión accidental que deberá rendir informe sobre 

-
me, se remitirá el expediente a la otra Cámara para que 
se repita el mismo proceso. 

-
maras podrán insistir en la sanción de un proyecto 
con la aprobación de la mayoría absoluta obligando al 
Presidente a sancionar el proyecto sin poder presentar 

-
constitucionalidad del proyecto de ley o de uno de los 
artículos, el informe de ambas Cámaras debe rechazar 
las mismas, así el expediente del proyecto de ley será 
remitido a la Corte Constitucional, para que esta resuel-
va en última instancia sobre la constitucionalidad o no 

Este numeral transgrede por completo los princi-
pios establecidos en este artículo, en cuanto no se están 
promoviendo los derechos y deberes consagrados en 
la Constitución Política, pues según se establece en el 
artículo 375 de nuestra Carta. “Podrán presentar pro-

del Congreso, el veinte por ciento de los concejales o 
-

valente al menos, al cinco por ciento del censo elec-
toral vigente. El trámite del proyecto tendrá lugar en 

el primero de ellos por la mayoría de los asistentes, el 
-

do período la aprobación requerirá el voto de la mayo-
ría de los miembros de cada Cámara. En este segundo 
período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas 
en el primero”.

Tal como se encuentra el proyecto de acto legislati-
vo, vulnera por completo el artículo anterior, en cuanto 
no se da la participación en decisiones de gran impor-

cuanto se pretende que de manera exclusiva sólo el go-

bierno presente proyectos de ley y proyectos de acto le-
gislativo, entonces donde queda la igualdad, y la parti-
cipación que tienen Constitucionalmente los miembros 

Igualmente el artículo 3° de la Constitución Política 
“La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del 

forma directa o por medio de sus representantes, en los 
Si el princi-

pio de la soberanía reside exclusivamente en el pueblo, 

quien tenga iniciativa en los proyectos, cuando fue el 
-

gresistas para su representación, por tal motivo no se 

Se crearon y adicionaron literales tales como lo son; 
b) Los proyectos de ley y de acto legislativo trami-

tados mediante el procedimiento legislativo especial 
-

cuencia, tendrán absoluta prelación en el orden del 
día sobre cualquier otro asunto, hasta tanto la res-
pectiva Cámara o Comisión decida sobre él; 

c) El título de las leyes y los actos legislativos a 

precisamente a su contenido y a su texto procederá 
¿El Congreso de Colombia, en virtud del 

-
;

d) El primer debate de los proyectos de ley se 
surtirá en sesión conjunta de las Comisiones Cons-
titucionales Permanentes respectivas, sin que medie 
para ello solicitud del Gobierno nacional. El segundo 
debate en las Plenarias de cada una de las Cámaras; 

e) Los proyectos de ley serán aprobados con las 
mayorías previstas en la Constitución y la ley, se-
gún su naturaleza; 

e. Los actos legislativos serán tramitados en una 
sola vuelta de cuatro debates. El tránsito del proyec-
to entre una y otra Cámara será de 8 días.

El procedimiento para la creación de un acto legis-
lativo es especial, el artículo 317 de la Constitución 
Política estipula “ -

del Congreso, el veinte por ciento de los concejales o 
-

valente al menos, al cinco por ciento del censo elec-
toral vigente. El trámite del proyecto tendrá lugar en 

el primero de ellos por la mayoría de los asistentes, el 
-

do período la aprobación requerirá el voto de la mayo-
ría de los miembros de cada Cámara. En este segundo 
período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas 
en el primero.” (Subrayado fuera de texto).

“
que la exigencia del cumplimiento de los requisitos de 
procedimiento para el caso de los Actos Legislativos es 
mayor que cuando se trata de normas de índole legal. 
Ello debido a que la magnitud de las consecuencias, en 
términos de afectación de la arquitectura constitucio-

parte del Congreso, en tanto el constituyente derivado, 
implica la necesidad inexcusable del cumplimiento de 
los requisitos de trámite que, por su naturaleza, vin-
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culan a las decisiones del legislativo con la delibera-
ción democrática.” (Corte Constitucional Sentencia 
C- 740/13). 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD DE 
LOS PROCEDIMIENTOS FRENTE A REFORMAS 
CONSTITUCIONALES-Mayor importancia

“Este control del respeto de los procedimientos es 
-

nales, puesto que estas tienen que ser tramitadas con el 
máximo acatamiento por las normas de procedimiento, 

porque que se trata nada más y nada menos que de 
-

ciedad; y, de otro, lado, porque precisamente porque 
se trata de la norma fundamental del ordenamiento, la 

por lo cual su reforma exige procedimientos especiales 
agravados, en especial en dos aspectos: mayorías más 
estrictas y procesos de aprobación más largos”.

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO-Especial 
rigurosidad en la comprobación acerca de la validez 
del procedimiento

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD DE 
ACTO LEGISLATIVO-Parámetros normativos

“El parámetro normativo aplicable al control de los 
actos legislativos está formado por las normas de la 
Constitución y del Reglamento del Congreso cuyo (i) 
cumplimiento es presupuesto básico y necesario para 
la adecuada formación de la voluntad democrática de 

-
nales, en especial del principio democrático, y (iii) tie-
nen una entidad tal que, al desconocerse, ocasionan un 
vicio de procedimiento en la formación del acto legis-
lativo, en la medida en que desconocen los requisitos 
establecidos por la propia Carta para la aprobación de 

en el Titulo XIII”.

la Corte frente a la importancia que en los sistemas 
democráticos se atribuye al control sobre las formali-
dades y procedimientos legislativos, aclarando por qué 
este no puede ser entendido como manifestación de un 
excesivo e indebido culto al formalismo. 

“Al diferenciar tales situaciones, y al tiempo que 
reprueba decididamente esa última posibilidad, este 
tribunal ha explicado que el control de las formas de la 
actividad legislativa reviste la mayor importancia, en 
cuanto la ley, que de manera imperativa puede cam-
biar el curso de la vida de los ciudadanos, que son sus 

-
crática, reposada y transparente, de los representantes 
de estos. Desde esta óptica, y sin por ello contradecir la 
autonomía que es propia del órgano legislativo ni des-
virtuar el principio de instrumentalidad de las formas, 
conforme al cual toda exigencia procedimental debe 

 el control 
sobre las requisitos del procedimiento legislativo sim-
plemente busca asegurar la prevalencia de ese espíritu 
deliberativo y pluralista, lo que se logra mediante la 
cumplida observancia de las reglas previamente acor-

contrario sensu, la laxitud en el cumplimiento de ta-
les formalidades revelaría un sentimiento colectivo de 

-
mocrático que supuestamente tienen tales decisiones”. 

-
formas constitucionales, esa mayor exigencia formal es 
consecuencia de la inherente diferencia existente entre 
las leyes y la Constitución, a partir del rol correspon-

-
dría considerarse que las leyes, a través de las cuales 
se regulan muy diversos temas de incidencia para la 
ciudadanía, pueden ser producto de las preferencias de 
las mayorías parlamentarias existentes en un determi-
nado momento, lo que resulta válido, y en esa medida, 

evidente que ellas podrán ser reformuladas o deroga-

cambien esas mayorías al renovarse la composición del 
órgano legislativo. -
rece una consideración diferente, en cuanto ella con-
tiene, precisamente, las reglas estables a partir de las 
cuales deben adoptarse las principales decisiones que 
interesan a la sociedad y a la comunidad política, y 
dirimirse los desacuerdos o controversias que pueden 

-
damental, y ciertamente sus eventuales reformas, no 

-
rio, que es algo esencialmente mutable y contingente, 

cumplimiento del exigente trámite de aprobación que 
ella misma establece para el efecto.

En esta línea, 
constitucional requiere, además de amplias mayo-
rías en el órgano de representación popular, ser 

reposado y cuidadoso, pues debido a su gran tras-

ser alterado de manera apresurada o como resulta-
do de pasajeras coyunturas políticas. En este sentido 
se pronunció la Corte en la Sentencia C-222 de 1997 
(M. P. José Gregorio Hernández Galindo), una de las 
primeras decisiones en materia de control a las refor-
mas constitucionales:

los ajustes a su preceptiva y, por el contrario, amplía 
las posibilidades de introducirlos, consignando ex-
presamente, además de la del Congreso, dos vías que 

Constitución anterior.
Pero, con independencia del procedimiento que se 

utilice, lo cierto es que la Constitución, al establecer 
requisitos y trámites más complejos que los previstos 

-
lidad constitucional mínima, que resulta incompatible 
con los cambios improvisados o meramente coyuntura-
les que generan constante incertidumbre en la vigencia 
del ordenamiento básico del Estado”.

ese trámite cuidadoso y reposado de la reforma cons-
-
-

das, la participación concurrente de varios actores 

varias etapas sucesivas, que deben cumplirse durante 
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a prueba a lo largo del proceso, incluso mediante la 
obligatoria interposición de ciertos momentos de en-

medida, para lograr la aprobación de un proyecto de 
reforma constitucional, el consenso subyacente debe 

-
pulsan deben ser capaces de perseverar a lo largo de 
todas esas etapas.

consolidada postura de esta Corte en torno a la trascen-

de los actos reformatorios de la Constitución y el alto 
nivel de exigencia que debe caracterizarlo, fue sinteti-
zada por la Sentencia C-816 de 2004, en los siguientes 
términos:

“Este control del respeto de los procedimientos es 
-

nales, puesto que estas tienen que ser tramitadas con 
el máximo acatamiento por las normas de procedi-
miento
un lado, porque se trata nada más y nada menos que 

sociedad; y, de otro lado, porque precisamente porque 
se trata de la norma fundamental del ordenamiento, la 

por lo cual su reforma exige procedimientos especiales 
agravados, en especial en dos aspectos: mayorías más 
estrictas y procesos de aprobación más largos.

Estos requisitos más exigentes que se establecen 
para la reforma de la Constitución no son caprichos, 
o formalidades sin sustancia, sino que representan 
la garantía misma del régimen constitucional y de la 
supremacía de la Carta. En efecto, si la Constitución 
pudiera ser reformada por el mecanismo ordinario de 
aprobación de una ley, y con las mayorías propias de 
la ley, entonces en sentido estricto no existiría Consti-

-
mas constitucionales por la simple expedición de una 
ley. Una Constitución que no es rígida no es entonces 

algunos 
doctrinantes consideran, no sin razón, que las dispo-
siciones que regulan la reforma de la Constitución 
son, al menos formalmente, la norma fundamental 
del ordenamiento jurídico. En efecto, si la Constitu-

-
denamiento, y crea los órganos del Estado y prescribe 

contenidos constitucionales, con lo cual estatuyen el 
poder de reforma o poder constituyente derivado. Estas 
reglas son entonces la ‘constitución de la constitución’ 

la guarda de 
la integridad y supremacía de la Constitución exige 
un control sobre la regularidad de los procedimientos 
de reforma constitucional. 

Todo lo anterior muestra la importancia del control 
por parte del juez constitucional de la regularidad del 
procedimiento de aprobación de una reforma consti-
tucional, pues si no se protege la forma de la reforma 
de la Constitución, ¿en qué queda la supremacía y la 
integridad de la Constitución y en qué queda la dis-
tinción entre poder constituyente y poder constituido? 
Por ello la garantía de los contenidos materiales de la 

Constitución implica la protección de la regularidad 

otros tribunales constitucionales en el mundo”.
Algunos años después la Corte reiteró esta postu-

ra, haciendo un planteamiento análogo en la Sentencia 
C-040 de 2010 (M. P. Luis Ernesto Vargas Silva), cuan-
do expresó: 

“Existe un consenso jurisprudencial en el sentido 
que la exigencia del cumplimiento de los requisitos de 

mayor que cuando se trata de normas de índole legal. 
Ello debido a que la magnitud de las consecuencias, en 

-
nal, que conlleva el ejercicio del poder de reforma por 
parte del Congreso, en tanto constituyente derivado, 
implica la necesidad inexcusable del cumplimiento de 
los requisitos de trámite que, por su naturaleza, vin-
culan a las decisiones del legislativo con la delibera-
ción democrática”.

Las anteriores consideraciones refrendan entonces 

validez del trámite de la reforma constitucional sea 
especialmente cuidadoso y exigente. En ese sentido, 

absoluta corrección de todas las incidencias ocurridas 
durante ese proceso, pues según lo dispuso el consti-
tuyente, es mediante el cumplimiento de tales diligen-
cias que puede asegurarse la legitimidad del proceso 
de cambio constitucional. Por ello, es claro que si en el 

-
ciencias o irregularidades que por su naturaleza impli-
quen vulneración de los principios democráticos, ellas 
pueden ciertamente causar el fracaso de esa iniciativa, 
mediante la declaratoria de inexequibilidad del acto de 
reforma.

Ahora bien, respecto de las normas cuya infracción 
puede ocasionar esta consecuencia, la Constitución in-
dica que las ritualidades que deben observarse para el 
trámite de los actos de reforma son las establecidas en el 
Título XIII del mismo texto superior, cuyo artículo 379 
señala que aquellos solo podrán ser declarados incons-
titucionales cuando se violen esos mismos requisitos. 
En esta línea, el artículo 375 regula de manera especí-

los llamados Actos Legislativos, para cuya aprobación 
estableció apenas tres reglas particulares, relativas a la 

a su tramitación en dos períodos ordinarios y conse-

segundo de ellos.
De acuerdo a lo anterior tenemos entonces que ac-

tualmente los Proyectos de Acto Legislativo se trami-
tan así:

– Iniciativa: El proyecto de acto legislativo puede 
ser presentado por mínimo diez (10) congresistas, el 

-
dos o la ciudadanía a través de iniciativa popular.

– Trámite: El trámite de un proyecto de acto legisla-

la iniciativa debe cursar por segunda vez el trámite en 
las Comisiones y Plenarias.

– Debates: El proyecto de acto legislativo deberá 
completar los ocho debates correspondientes en un lap-
so no superior a dos periodos legislativos consecutivos. 
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Dos vueltas, primer periodo cuatro (4) debates, segun-
do periodo (4) debates y conciliación si hubiere.

En la primera vuelta se requiere de la mayoría sim-
ple y la publicación en el  del texto de 
primera vuelta. En la segunda vuelta, el proyecto de-
berá ser aprobado por la mayoría absoluta (es decir, 
por la mayoría de los miembros de cada cámara, mitad 
más uno de los integrantes) y no por la mayoría simple, 
como ocurre en los proyectos de ley de demás decisio-
nes que toma el Congreso. 

No se pueden debatir temas nuevos. Una vez com-
plete la primera vuelta debe ser el acto legislativo pu-
blicado por el Gobierno en el .

-
dos por mayoría absoluta; 

g) Los proyectos de ley y de acto legislativo solo po-

contenido del Acuerdo Final y que cuenten con el aval 
previo del Gobierno nacional.

Este literal es preocupante, crea un daño eminente 
para la democracia respeto a la rama legislativa, pues 
indica que el Congreso solo será un ente que actuará 
como “notario”, con lo cual su deliberación es una bur-
la a la legislación colombiana, donde se imponen lími-
tes al legislativo, no solo la potestad que se le va a dar 
al Gobierno nacional, de tener la iniciativa exclusiva y 
excluyente de iniciativa legislativa, sino que también 

-

directamente o través de sus representantes, porque que 
se les suprime la autonomía para hacer las respectivas 

del mismo gobierno, quiere decir que se está desco-
nociendo por completo el principio fundamental con-
sagrado en la Constitución Política, olvidando que la 
soberanía reside es en el pueblo y que se representara a 
través del congreso, cuando no sea directamente.

h) Todos los proyectos y de acto legislativo podrán 
tramitarse en sesiones extraordinarias;

i) En la Comisión y en las Plenarias se decidirá so-
-

nes avaladas por el Gobierno nacional, en una sola 
votación.

Con relación a este literal del proyecto de acto legis-
lativo, el cual hace referencia a una sola votación”, es 
preciso señalar que en temas tan delicados como este, 
es necesario un debate previo de artículo por artículo, 
en búsqueda de acuerdos democráticos entre las distin-
tas expresiones políticas e ideológicas que tienen pre-
sencia en el Congreso.

En conclusión, los alcances de esta iniciativa son 

-
ción debido a que crea mecanismos y procedimientos 
que no se encuentran en ella y en nombre de la paz, se 
pasa por encima de un valor fundante de nuestra Carta 
Política, como lo es la democracia. 

j) Los proyectos de ley y de acto legislativo tra-
mitados mediante el Procedimiento Legislativo Es-
pecial para la Paz tendrán control automático de 
constitucionalidad, posterior a su entrada en vigen-
cia. Las Leyes Estatuarias tendrán control previo, de 

Constitución. El control de constitucionalidad de los 
actos legislativos se hará solo por vicios de procedi-

para leyes y actos legislativos se reducirán a la tercera 
parte de los del procedimiento ordinario y no podrán 
ser prorrogados.

En lo no establecido en este procedimiento espe-
cial, se aplicará el reglamento del Congreso de la Re-
pública.

. Este procedimiento solo podrá aplicar-

para tal efecto.
Artículo 2°. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio, el cual quedará así:
“Artículo transitorio. Facultades presidenciales 

para la paz. Dentro de los 180 días siguientes a la en-
trada en vigencia del presente acto legislativo y surtida 
la refrendación del Acuerdo Final, facultase al Pre-
sidente de la República para expedir los decretos con 
fuerza de ley cuyo contenido tendrá por objeto facilitar 
y asegurar la implementación y desarrollo normativo 

la Construcción de una Paz Estable y Duradera.
Las anteriores facultades no podrán ser utilizadas 

para expedir actos legislativos, leyes estatutarias, leyes 
orgánicas, leyes códigos, leyes que necesitan mayorías 

ni para decretar impuestos con excepción de las leyes, 
convocatorias de refrendación popular.

Los decretos con fuerza de ley que se dicten en de-
sarrollo de este artículo tendrán control de constitucio-
nalidad automático posterior a su entrada en vigencia. 
El procedimiento de revisión de constitucionalidad de 
estas disposiciones deberá surtirse por parte de la Cor-
te Constitucional dentro de los dos meses siguientes a 
su expedición.

Parágrafo 1°. Estas facultades solo podrán aplicar-

para tal efecto”.
Pues bien en este artículo que se desea implementar 

encontramos, una grave violación, pues se extralimita 
en facultades que se le da al presidente en el nombre de 
la paz.

Facultades Extraordinarias del Presidente de la 
República

En el artículo 150 de la Constitución Política, está 
establecido que le corresponde al Congreso hacer las 

del numeral 10. 
-

lo aconseje. Tales facultades deberán ser solicitadas 
-

rirá la mayoría absoluta de los miembros de una y otra 
Cámara. El Congreso podrá, en todo tiempo y por ini-

Estas facultades no se podrán conferir para expedir 
códigos, leyes estatutarias, orgánicas, ni las previstas 
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en el numeral 20 del presente artículo, ni para decretar 
impuestos”.

los siguientes términos: FACULTADES EXTRAOR-
DINARIAS- La jurisprudencia de esta Corporación 

-

-
-

cuando resulta necesario para conjurar crisis, o faci-
-

el principio democrático ante el empobrecimiento de 

-
.

Esta sentencia es clara en señalar el riesgo que se 
corre, al otorgar facultades extraordinarias, pues se in-

herramientas para cumplir con su deliberación, así mis-
mo esta sentencia menciona unos requisitos para que 
se le otorgue al Presidente de la Republica, facultades 
extraordinarias: (i) No pueden conferirse para expedir 
códigos, leyes estatutarias, leyes orgánicas, leyes mar-
co, ni decretar impuestos, y en general para regular 
asuntos que tengan reserva exclusiva del Congreso; 

mayoría absoluta de los miembros de una y otra Cá-
mara; (iii) el Congreso no puede otorgarlas motu pro-
prio, sino que deben ser expresamente solicitadas por 

cual pueden conferirse es de seis meses; (v) sólo pue-
-
-

las facultades deben ser claras y precisas”4.
El hecho de dotar de facultades especiales al Presi-

dente de la República, es un golpe de Estado y el co-
mienzo de un imperio, es un cataclismo para el Estado 
Social del Derecho, donde se otorgan leyes habilitan-
tes, tal cual como ocurrió en Venezuela, siendo este el 

mismo camino que el Presidente en el país vecino ins-
tituyo y que se conoce como la venezolanización.

Separación de poderes
Tomando los preceptos donde se empieza hablar 

de la tripartición encontramos a MONTESQUIEU: “el 
Estado de Derecho se basa en el principio de separa-
ción de poderes, para garantizar el imperio de la ley. 
La división entre las ramas del poder público asegura 
el gobierno del derecho y no el de los hombres. El prin-
cipio de la separación de poderes proviene del libro de 
Montesquieu “El espíritu de las leyes” (1748), la cual 
nace como consecuencia a la concentración de poder 
que tenía la monarquía en su momento. 

De acuerdo con Montesquieu, para que no existan 
abusos de poder se deben respetar las libertades a tra-

Según el principio de equilibrio de poderes, los órga-

3  Sentencia C-366 de 2012.
4  Ibídem.

nos del Estado deben limitarse y frenarse entre sí para 
evitar una excesiva concentración de poder en un solo 
órgano, adicionalmente las funciones de cada una de 
las ramas deben estar consignadas en la ley y debe evi-
tarse a toda costa la concentración de poder en una sola 
de estas”.

La estructura del Estado colombiano se basa en la 
concepción clásica de división tripartita de poderes 
propuesta por Montesquieu: 1. El Poder Legislativo: 
que es el encargado de hacer las leyes. 2. El Poder 

seguridad pública y evitar las invasiones. 3. El poder 

diferencias entre los particulares.
Estos poderes tienen facultades limitadas, pero en 

este Proyecto de Acto Legislativo, se amplían las fun-
5.

Dentro de las Sentencias destacadas en este tema, 
tenemos la C-312 de 1997 “El principio de la sepa-

-

evitar la arbitrariedad de los gobernantes y a asegurar 

una sola y que los diversos órganos de cada una de 
ellas se controlen recíprocamente”.

Este proyecto de acto legislativo, crea una instan-
cia nueva y unos procedimientos para aprobar leyes y 
reformas a la Constitución Política, que son a todas lu-
ces inconstitucionales. El Congreso pierde autonomía 

resultado de esto, dicho proyecto es un atentado contra 
la separación de poderes, que es fundamento de nuestro 
Estado Social de Derecho y pilar esencial de la Consti-
tución Política de Colombia.

Se altera el equilibrio entre las ramas del poder pú-
blico, en cuanto se ve severamente afectada la estructu-
ra del Estado, otorgando todos los poderes legislativos 
y constitucionales al Presidente de la República, con-
virtiendo al Congreso en un convidado de piedra y en 
un recinto notarial. 

y restringiendo las facultades del poder Legislativo, ha-
ciendo de él, un mero “notario” de los requerimientos 

aún más allá, toda vez que de ser aprobado este proyec-
to, se le otorgará la facultad de expedir leyes mediante 

vez más, esta manera antidemocrática de legislar, em-
-

cracia solamente tiene el órgano del poder público que 
el pueblo ha elegido. Pareciera que se quisiera aplicar 
en Colombia, lo que hoy padece nuestro vecino país, 
otorgándole por medio de leyes habilitantes, la facultad 
al Presidente de la República de expedir decretos con 
fuerza de ley con el pretexto de luchar contra el imperio 
norteamericano.

El otorgamiento de facultades especiales para el 
Presidente de la República en este escenario, es el ini-
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cio de una dictadura, que traerá como consecuencia la 
destrucción del Estado Social de Derecho con unas le-
yes habilitantes, con tendencia a la venezolanización y 
con el pretexto de la Paz.

Se abren las puertas a las Reformas Constituciona-
les Exprés. Este peligroso precedente lleva al país a una 
degradante incertidumbre institucional e inseguridad 

proyecto, faculta la aprobación expedita de leyes que 
favorezcan los intereses de las Farc. Este proceso redu-
ce al Congreso al papel de Notario.

Artículo 3°. La Constitución Política tendrá un 
nuevo artículo transitorio, el cual quedará así:

“Artículo transitorio. Plan de inversiones para la 
Paz. El Gobierno nacional durante los próximos vein-
te años incluirá en el Plan Plurianual de Inversiones 
del Plan Nacional de Desarrollo, un componente es-

las entidades territoriales más afectadas por la pobreza 
rural, las economías ilegales, la debilidad institucional 

a las inversiones ya programadas por las entidades pú-
blicas del orden nacional y territorial y se orientarán a 
cerrar las brechas sociales, económicas e instituciona-
les en dichas entidades territoriales. El gobierno podrá 
efectuar los ajustes institucionales y normativos ne-
cesarios para ejecutar el componente de paz del Plan 
Plurianual de Inversiones. 

Las autoridades departamentales, municipales y 
distritales tendrán la facultad de hacer los ajustes ne-
cesarios a sus planes de desarrollo para adecuarlos al 
Plan de Inversiones para la Paz durante los seis meses 
siguientes a la adopción de este. 

Al inicio de cada legislatura el Presidente de la 
República, la Procuraduría General de la Nación, la 
Contraloría General de la República y la Defensoría 
del Pueblo presentarán al Congreso un informe deta-
llado sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento 
de las metas del componente para la paz del Plan Plu-
rianual de Inversiones”.

De acuerdo a nuestro artículo 153 constitucional 
“Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado 
por una parte general y un plan de inversiones de las 
entidades públicas del orden nacional. En la parte gene-

largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal 
a mediano plazo y las estrategias y orientaciones gene-
rales de la política económica, social y ambiental que 
serán adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones 
públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los 
principales programas y proyectos de inversión pública 

Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán 
de manera concertada entre ellas y el gobierno nacio-

de las funciones que les hayan sido asignadas por la 
Constitución y la ley. Los planes de las entidades terri-
toriales estarán conformados por una parte estratégica 
y un plan de inversiones de mediano y corto plazo.”

El Plan Nacional de Desarrollo, corresponde al Plan 
de Gobierno del Presidente de la República y en él se 

que realizará el gobierno. Igualmente, los planes de de-
sarrollo se llevan a cabo en los municipios y distritos 
y son elaborados por los alcaldes; por su parte, en los 
departamentos los planes de desarrollo son elaborados 
por los gobernadores. 

Según la Ley 152 de 1994, “Por la cual se estable-
ce la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo” “los planes 
de desarrollo de los entes territoriales deben incluir un 
plan plurianual de inversiones, donde se establezcan 
los recursos disponibles para el periodo de gobierno, 
además de los programas y proyectos en los cuales se 

cada uno de ellos. Este plan debe estar diseñado de tal 
forma que se garantice que en el mediano y en el largo 
plazo se van a desarrollar las acciones necesarias que 
conduzcan a la solución de los problemas más impor-
tantes de los municipios o los departamentos y a elevar 
la calidad de vida de la población. El plan de desarrollo 
de las entidades territoriales debe tener una parte es-
tratégica y un plan de inversiones de mediano y corto 
plazo “en los términos y condiciones que de manera 
general reglamenten las Asambleas Departamentales y 

-
des administrativas que hicieren las veces, siguiendo 
los criterios de formulación establecidos en el artículo 
31 de la ley”. 

De acuerdo con lo anterior, el plan de desarrollo 
debe presentar un diagnóstico que incorpore los enfo-
ques poblacional, territorial, de género y de derechos; 
a partir del cual se establezca una visión de futuro (En 
el caso de que no la tenga. Si la entidad territorial ya 

-
líticas necesarias para lograrla) que se constituya en el 

-

metas de desarrollo, resultado y de producto, y para 

para ello, estrategias, acciones e instrumentos que per-

del plan6.
Adicionalmente y con el propósito de que el plan 

sea viable en términos de que esté respaldado con re-
cursos legales, humanos, administrativos, tecnológicos 

de su contenido sea el plan de inversiones de mediano 
y largo plazo, el cual debe incluir proyecciones de los 

fundamento en el Marco Fiscal de Mediano Plazo, la 
descripción de los principales programas, los presu-

La Ley 152 de 1994 establece que el “plan de in-
versiones de mediano y largo plazo, debe contener las 

-
mas y subprogramas, los presupuestos plurianuales y 

De acuerdo con la Constitución de la República Fe-
deral Alemana, la igualdad formal y material implica 
en primer lugar “la igualdad en la letra de la ley, así 
como la igualdad en la aplicación de la ley: Todas las 
personas son iguales ante ley”. En este mismo artículo 
de la Constitución Alemana, se regula la igualdad de 
trato y la igualdad material que corresponde al Estado 

6  Ley 152 de 1994.
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en la consecución real de la igualdad, es decir la remo-

-

el supuesto que este plan es la garantía de no repetición 
y consecuencia de la obligación del Estado de prote-
ger los derechos de los colombianos en condiciones de 
“igualdad formal y material”. Sin embargo, el concepto 
universal de igualdad se desvirtúa en este escenario de 
plan de inversiones para la paz, teniendo en cuenta que 

el mismo, el que en aras de su supremo poder manten-
ga la potestad de poder seleccionar quienes podrán y 
quienes no podrán “acceder” o cumplir los requisitos 
para participar en los programas que deberán integrar 
el Plan Plurianual de Inversiones para la Paz (Como 
parte de dicho componente, el Gobierno nacional de-
terminará los habitantes y territorios a priorizar).

Es decir que este plan para la paz desde antes de 
su creación está multiplicando las brechas sociales y 
económicas ya existentes en el país, pues al violentar el 
principio de igualdad de las personas ante la ley, pro-
mueve la división entre quienes sí y quienes no tienen 
derecho a participar en programas dirigidos a recons-

pero que solo unos pocos tendrían derecho a enfrentar y 
“sanar” con la ayuda del Estado, pues este programa no 
está dirigido a un pueblo que ha sufrido la guerra sino 
a unos pocos amigos del gobierno. Se viola el principio 
de igualdad formal y material ante la ley. 

En ese mismo sentido, no pueden hablar de un plan 
-

comunidad a unos pocos. En este mismo punto, resaltó 
el vacío informativo puesto que el Gobierno también 

nacional como un todo, como si la guerra, el dolor de 
patria y la humillación que hemos sufrido solo haya 
sido vivida en unos “territorios a priorizar”. 

En segundo término, no es comprensible como el 
plan plurianual (20 años) para la paz no es presenta-
do inicialmente sobre unas bases generales que darían 
luces sobre lo que el Gobierno nacional realmente in-
tenta. Nosotros como Congresistas tenemos la función 
principal de hacer la ley, y en este caso, estas normas 
escapan de nuestro control y por lo tanto, no podemos 
promover su implementación, puesto que es el Go-
bierno quien tendrá la única y última palabra sobre lo 
que discuta este plan para la paz, que hoy solo tiene un 
nombre, pero metas, proyecciones y estudios que sus-
tenten su creación y éxito en el tiempo, son temas que 
no se han contemplado entre quienes son los “amigos 
de la paz”. Este plan esta creado para ser manoseada, 
reformado y adulterado por el gobernante de turno. 

Adicional a esto, el Gobierno tendrá la potestad ab-

sin que el Congreso, quien tiene la función de hacer la 
ley, crear normas y desarrollar la función normativa, 
determinado así en la Constitución colombiana, pue-
da intervenir en su diseño, violentándose y vulnerán-
dose una vez más los mandatos constitucionales y las 
normas que dan cohesión y forma a la normatividad 

-
nales y normativos que el Gobierno se endilga como 

puesto que esta constitucionalmente determinado que 
es el Congreso quien hace la ley. Esto a todas luces 

los principios del derecho constitucional en Colombia 
es la separación de poderes, por lo tanto cada uno de 

que han sido previamente detalladas y consignadas en 

extra limitaciones en el poder y como consecuencia se 

componente para la paz, puesto que se asimila a un 
rubro del plan plurianual de inversiones, rubro que 
no tenemos certeza de cómo será dividido, como será 

-
nales a las inversiones ya programadas por las entida-
des públicas del orden nacional y territorial, ¿De dónde 
provienen los recursos para dar cumplimiento a este 

de programas focalizados en la comunidad, para cubrir 
programas como educación y salud. Es decir, ¿se prio-
riza la cobertura a ciertos habitantes que tendrán cali-
dades especiales para poder acceder a estos recursos, 
y los demás habitantes que no puedan acceder a estos 

-
neración del principio de igualdad formal y material 
discriminar a unos y otros habitantes en el acceso a un 
programa para la paz, que se supone debe ser incluyen-

ver el aumento en impuestos porque una vez aprueben 
este plan de inversiones inmediatamente se hablará de 

-
guien, que en este caso serán los colombianos que no 
han tomado las armas, pero deberán asumir los costos 
de la guerra de las Farc, mientras ellos insisten en no 
resarcir víctimas ni entregar recursos para sus víctimas. 

En la nueva adición presentada a este artículo se 
mencionan que las autoridades departamentales, mu-
nicipales y distritales tendrán la facultad de hacer los 

-
cuarlos al Plan de Inversiones para la Paz, lo que se 

-
diendo autonomía para realizar su plan de inversiones 
de acuerdo a las necesidades más relevantes que tengan 
en cada ciudad, distrito o departamento.

Es casi que una coacción a los mandatarios regio-
nales, quienes ya elaboraron su plan de inversiones por 
los cuatro años de gobierno, los cuales se verán supe-
ditados a cumplir, obedecer y cambiar estos planes de 

gobierno quiere, lo que se busca es tratar de coadminis-
trar alcaldías y gobernaciones, todo esto con la cínica 
búsqueda de la paz, a como dé lugar sin importar pasar 
por la debida regulación y parámetros establecidos por 
la norma y la ley. 

Aunque la ponencia aprobada por Plenaria de Se-
nado, venía con cuatro artículos, mediante ponencia 
mayoritaria presentada el día 16 de mayo de 2016, ante 
la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de 
Representantes, se plantea la creación de un cuarto ar-
tículo. 
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Artículo 4°. La Constitución Política tendrá un 
nuevo artículo transitorio, el cual quedará así:

“Artículo Transitorio. En desarrollo del derecho 
a la paz, el Acuerdo Final para la terminación del 

-
dera constituye un Acuerdo Especial en los términos 
del artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de 

entrado en vigor, el anterior ingresará en estricto sen-
tido al bloque de constitucionalidad para ser tenido 
en cuenta durante el periodo de implementación del 
mismo como parámetro de interpretación y referente 
de desarrollo y validez de las Normas y las Leyes de 
Implementación y desarrollo del Acuerdo Final.

En desarrollo del Derecho a la paz, el procedi-
miento legislativo especial para la aprobación del 

construcción de una paz estable y duradera, inclui-
rá un “procedimiento de ley aprobatoria del Acuerdo 
Especial” con los siguientes criterios procedimentales 
especiales: envío al Congreso para su incorporación 
al derecho interno por medio de una ley; tramitación 
como ley ordinaria: radicación del proyecto ante la 
secretaria del Senado y publicación, debate en Co-
misiones Constitucionales Conjuntas del Senado y 
Cámara, votación, debate en plenario del senado; y 
debate en plenario de la Cámara. El tránsito del pro-
yecto entre comisión y plenaria será de 8 días, las 
votaciones serán únicamente de aprobación o impro-
bación de todo el texto; control de constitucionalidad 
de la ley aprobatoria del Acuerdo Especial; sanción 

-
no se obligará a presentar esta ley aprobatoria inme-

una paz estable y duradera, y entrado en vigor el pre-
sente Acto Legislativo.

El procedimiento legislativo de aprobación de le-
yes o actos legislativos para la implementación o de-
sarrollo del Acuerdo Final, será el Procedimiento le-
gislativo especial para la paz establecido en el artículo 
primero de este Acto Legislativo, y estará en vigencia 
para la aprobación de normas de implementación y 
desarrollo del Acuerdo Final durante el tiempo esta-
blecido en el mismo artículo.

El control constitucional relacionado con la apro-
bación de la ley aprobatoria del Acuerdo Especial, 
será único y automático.

El control constitucional relacionado con la im-
plementación del Acuerdo Final mediante leyes ordi-
narias o leyes estatutarias, será único y automático”.

Después de la declaración hecha el 12 de mayo de 
2016 por Humberto de la Calle sobre el acuerdo para 

69 del Gobierno de Colombia y las Farc, surgen diver-
sas y múltiples inquietudes sobre lo negociado hasta 

Final”. 
Se ha hablado constantemente de la introducción 

de este acuerdo, que hasta hoy sigue siendo secreto, 
-

to inmediato de dar garantías de cumplimiento de este 
Acuerdo. Pero desde esta perspectiva sería oportuno 
saber qué es lo que se quiere introducir al ordenamiento 

y en últimas en qué consisten esas garantías para los al-

No es comprensible como el Gobierno plantea la 
necesidad de introducir este Acuerdo en nuestro or-
denamiento cuando aún, como el mismo De La Calle 
reconoce en su declaración, las medidas de refrenda-
ción popular no han sido pactadas en La Habana. Este 

debe ser conocido y aprobado por un pueblo azotado, 
agotado de la violencia y con una necesidad imperan-

internacionales humanitarias. 
No obstante, según lo expresado en el comunica-

el proyecto de acto legislativo que actualmente se en-
cuentra en la segunda vuelta de discusión. Siendo este 
un tema de fondo no se puede, ni se debe introducir en 
la segunda vuelta del trámite del acto legislativo puesto 
que no fue discutido en la primera parte aunque el Mi-
nistro aduzca la existencia de constancias que aún no 
se conocen. 

Adicional a lo anterior, es un improperio constitu-
cional y legal pretender que en este caso “especial” un 
proyecto de ley se tramite en 8 días en los que el Con-
greso deberá aprobar o no en bloque las disposiciones 

el procedimiento y requisitos formales establecidos en 
la Constitución y ampliamente estudiados por la misma 
Corte Constitucional. 

Voluntad o Voluntarismo 
En lo que respecta a la materia de los acuerdos de 

La Habana, estos pactos exceden con mucho el ámbito 
señalado en el artículo tercero común del Convenio de 
Ginebra. “La catalogación que se propone del acuerdo 

Asi-
mismo los Convenios de Ginebra según el Derecho 
Internacional están acordados entre Estados aunque 

reglas mínimas de Derecho Internacional Humanitario 

de Justicia. 
El pacto de La Habana no es más que “voluntarismo 

político”, no se puede cambiar el nombre de las cosas 
porque su naturaleza persiste y existe aunque se empe-

la Constitución Política del 91 que proponen el Gobier-
no y las Farc no es otra cosa que voluntarismo puesto 
que es prohibido constitucionalmente que el gobierno 
reforme la Constitución. Solo el pueblo y el Congreso 
de la República tienen la potestad legal de reformar la 
Constitución y solo el congreso puede hacer la ley. 

En cuanto al denominado Acuerdo Especial (el 

-
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según lo dispuesto en el artículo 3 común de la Con-
vención de Ginebra los acuerdos especiales, autorizan 
a las partes en ( 

entre un Estado y uno o más 
grupos armados o entre grupos armados, a comprome-
terse explícitamente a respetar el derecho humanitario. 
Lo anterior implica que estas normas de Derecho In-
ternacional Humanitario son aplicables DURANTE el 

cuando se supone se estaría en una situación denomina-
da 

Por otro lado vale la pena recordar y recalcar que 
el Derecho Internacional se crea a partir de unos tex-
tos acogidos por la comunidad internacional, “es inútil 
pretender que un Estado, el gobierno de un Estado y 
un grupo guerrillero cambien la naturaleza del derecho 
internacional. Los acuerdos especiales son los acuerdos 
especiales del derecho internacional, no importa lo que 
diga el Estado colombiano, así la Corte Constitucional 
sostenga que si son acuerdos especiales, los acuerdos 

Derecho Internacional Humanitario, en la comunidad 
internacional, no lo que diga el gobierno, ni las Farc, ni 
la Corte Constitucional. Los Estados no pueden unila-
teralmente cambiar la naturaleza de las normas del De-
recho Internacional”, esto lo ha declarado Rafael Nieto. 

En razón de la materia se debe entender que los 
acuerdos especiales, su naturaleza, es la del Derecho 
Internacional Humanitario, por lo tanto pretende la 
protección de la persona humana durante
no lo que sucede después. No existen acuerdos espe-

Bloque de Constitucionalidad 

El Bloque de Constitucionalidad se construye en 
razón de la materia no en virtud de discusiones forma-

que esté relacionada con derechos y libertades funda-
mentales para sostener que hay un bloque de consti-
tucionalidad, solamente de esa manera se construye el 
bloque de constitucionalidad. Rafael Nieto revela que 
“En este caso las consecuencias serían más graves. Si 
se supone que en esos acuerdos hay un bloque de cons-
titucionalidad, lo que se está haciendo es darle carácter 
de constituyentes a las Farc y el Gobierno. Hacer la 
interpretación de estas normas que no están redactadas 
como tal es un exabrupto, es un acuerdo político, es 

esta manera, ni siquiera suponiendo que es un bloque 
de constitucionalidad. Es impreciso que el Congreso no 
tenga capacidad para alterar lo que las Farc y el go-
bierno pacten en La Habana, resulta anti democrático 
y a todas luces autoritario. “El único camino posible es 

-

-
no a través de los mecanismos previstos en la Constitu-
ción para su reforma; es decir se pueden hacer reformas 
en el Congreso con los 8 debates (actos legislativos), 
o hacer un Referendo y preguntarle al pueblo o una 
asamblea constituyente”. 

1. SUSTENTO TEÓRICO Y NORMATIVO. 
1.1 Bloque de constitucionalidad y Corte Constitu-

cional. 
1.2 Convenio de Ginebra o Derecho Internacional 

Humanitario. Acuerdos especiales.

Acuerdos de paz. 
1.1 BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD

-

constitucionalidad. Es preciso recordar que el bloque 

normas de orden interno, normas constitucionales y 
normas internacionales que tocan con los derechos y 
libertades fundamentales.

El bloque de constitucionalidad lo que pretende es 
extender la protección de derechos y libertades funda-
mentales, hablando en el ámbito material del contenido 
de las normas y no en el contenido formal de estas nor-
mas. Es decir que, en este caso aunque el gobierno se 
empeñe en nombrar acuerdo especial a los acuerdos en 
La Habana, cuando se mira el contenido no correspon-
de con temas de derechos y libertades fundamentales 
y por lo tanto se desvirtúa la pretensión de hacer parte 

-
rídica. 

A continuación veremos algunas precisiones acerca 
del bloque de constitucionalidad y la integración de las 
normas de Derecho Internacional Humanitario en él. 

Según la Corte Constitucional, Sentencia C-225 de 
1995. DERECHO INTERNACIONAL HUMANI-
TARIO-Incorporación automática al ordenamiento 

En Colombia no sólo el Derecho Internacional Hu-
manitario es válido en todo tiempo sino que, además, 
opera una incorporación automática del mismo “al or-
denamiento interno nacional, lo cual, por lo demás, es 
lo congruente con el carácter imperativo que, según ya 
fue explicado, caracteriza a los principios axiológicos 
que hacen que este cuerpo normativo integre el ius co-
gens”. 

El bloque de constitucionalidad está compuesto por 
aquellas normas y principios que, sin aparecer formal-
mente en el articulado del texto constitucional, son uti-

-

integrados a la Constitución, por diversas vías y por 
mandato de la propia Constitución. Son pues verda-
deros principios y reglas de valor constitucional, 
esto es, son normas situadas en el nivel constitucional, 
a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de 
reformas diversas al de las normas del articulado cons-
titucional stricto sensu.

PREVALENCIA DE TRATADOS DE DERE-
CHOS HUMANOS

El único sentido razonable que se puede conferir a 
la noción de prevalencia de los Tratados de Derechos 
Humanos y de Derecho Internacional Humanitario es 
que estos forman con el resto del texto constitucional 
un “bloque de constitucionalidad”, cuyo respeto se im-
pone a la ley. En efecto, de esa manera se armoniza 
plenamente el principio de supremacía de la Consti-
tución, como norma de normas, con la prevalencia de 
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los Derechos Humanos y prohíben su limitación en los 
estados de excepción. Como es obvio, la imperativi-
dad de las normas humanitarias y su integración en el 
bloque de constitucionalidad implica que el Estado co-

realización material de tales valores.
La naturaleza del Derecho Internacional Huma-

nitario, su carácter imperativo a nivel internacional 
y a nivel interno.

-
mados, la doctrina tradicional solía distinguir entre el 
llamado derecho de La Haya o derecho de la guerra 

sido regular la conducción de las hostilidades y los me-
dios legítimos de combate; y, de otro lado, el Derecho 
de Ginebra o Derecho Internacional Humanitario en 

no participan directamente en las hostilidades. Esto 
podría hacer pensar que cuando la Constitución habla 
del derecho humanitario sólo está haciendo referencia 
al llamado Derecho de Ginebra. Pero ello no es así, ya 
que la doctrina considera que actualmente no se puede 

el punto de vista lógico, la protec ción de la población 
-

manitario en sentido estricto– implica la regula ción de 
-

lo demues tra la amplia regula ción de los medios de 
combate por el título III del Protoco lo Faculta tivo I 

 Finalmen te, los 

dos dere chos, a saber las discusiones sobre el derecho 
a hacer la guerra (ius ad bellum) y sobre el estatuto 

el derecho de la Haya consi deraba necesario estudiar, 
-

tor había adquirido el derecho a hacer la guerra, pues se 
estimaba que la decla ratoria de beligeran cia constituía 
un requisi to necesario para que se pudie sen apli ca r las 

la Carta de las Naciones Unidas -con pocas excepcio-
nes- ha prohibido el recurso a la guerra y –como se verá 
más en detalle posteriormente– las Convenciones de 
Ginebra y sus Protocolos suprimieron la declara toria 
de beligeran cia como requisito de aplica bilidad de 
sus nor mas. Por eso, la actual doctrina considera que 

pueden ser englobadas bajo la denomi nación genéri-
ca de Derecho Internacional Humanitario.

“Así también lo ha entendido esta Corporación en 
anteriores decisiones, en las cuales consideró que en 

-
cional Humanitario debe ser entendido de manera am-

-
dos, el cual comprende las dos ramas tradicionales: el 

-
nadas a proteger a las víctimas y a los bienes suscepti-

“Todo lo anterior permite entonces concluir que la 
-

rio se impone a todas las partes que participen en un 
y no sólo a las Fuerzas Armadas de 

tratados. No es pues legítimo que un actor armado irre-
gular, o una fuerza armada estatal, consideren que no 

mínimas de humanidad, por no haber suscrito estos ac-
tores los convenios internacionales respectivos, puesto 
que –se repite– -
ternacional Humanitario deriva de la universal acep-
tación de sus contenidos normativos por los pueblos 

-
nidad que estos instrumentos internacionales recogen. 
Todos los actores armados, estatales o no estatales, 
están entonces obligados a respetar estas normas que 

que no pueden ser derogados ni siquiera en las peores 

“Tampoco puede uno de los actores armados alegar 
el incumplimiento del derecho humanitario por su con-

de estas normas, ya que las limitaciones a los comba-
 

Por eso, este derecho tiene la particularidad de que sus 
reglas constituyen garantías inalienables estructuradas 
de manera singular: se imponen obligaciones a los ac-

la población no combatiente y las víctimas de ese en-
frentamiento bélico. Ello explica que la -
manitaria no se funde en la recipro cidad, pues ella es 
exigible para cada una de las partes, sin hallarse subor-
dinada a su cumplimiento correlativo por la otra parte, 
puesto que el titular de tales garantías es el tercero no 

esta Corte ya había señalado que “en estos tratados no 
opera el tradicional principio de la reciprocidad”. 

La integración de las normas de Derecho Interna-
cional Humanitario en el bloque de constitucionalidad.

“Así, esta Corporación ya había señalado que “el 
Derecho Internacional Humanitario constituye la apli-
cación esencial, mínima e inderogable de los princi-

armados”.
Ahora bien, el artículo 93 de la Carta establece la 

prevalencia en el orden interno de ciertos contenidos 

Colombia. 
la prevalencia tales tratados en el orden interno, “es 

durante los estados de excepción”. En tales circunstan-
cias es claro que los tratados de Derecho Internacional 
Humanitario, como los Convenios de Ginebra de 1949 

-
plen tales presupuestos, puesto que ellos reconocen 
derechos humanos que no pueden ser limitados ni du-

excepción. Además, como lo señaló esta Corporación 
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en la revisión del Protocolo I, y como se verá poste-
riormente en esta sentencia, existe una perfecta coinci-
dencia entre los valores protegidos por la Constitución 
colombiana y los Convenios de Derecho Internacional 
Humanitario, puesto que todos ellos reposan en el res-
peto de la dignidad de la persona humana. En efecto, 
esta Corte ya había señalado que “las disposiciones del 
Derecho Internacional Humanitario que tratan sobre 

guerra, como las que señalan la forma de conducir las 
-

ger la dignidad de la persona humana y para eliminar la 

 
-

valecen en el orden interno. Sin embargo, ¿cuál es el 

algunos intervinientes en este proceso la han entendido 
como una verdadera supraconstitucionalidad, por ser 
estos convenios normas de ius cogens. Esto puede ser 
válido desde la perspectiva del derecho internacional 
puesto que, 

. 
Con menor razón aún podrán los Estados invocar el 
derecho interno para incumplir normas de ius cogens 
como las del Derecho Internacional Humanitario. Pero, 
desde la perspectiva del derecho constitucional colom-
biano, esta interpretación debe ser matizada, puesto 
que la Constitución es norma de normas (CP art. 4º). 
¿Cómo armonizar entonces el mandato del artículo 93, 

orden interno a ciertos contenidos de los convenios de 
derechos humanos, con el artículo 4º que establece la 

“Como vemos, el bloque de constitucionalidad está 
compuesto por aquellas normas y principios que, sin 
aparecer formalmente en el articulado del texto cons-

normativamente integrados a la Constitución, por di-
versas vías y por mandato de la propia Constitución. 

-
titucional, esto es, son normas situadas en el nivel 
constitucional, a pesar de que puedan a veces contener 
mecanismos de reforma diversos al de las normas del 
articulado constitucional stricto sensu”. 

Como es obvio, la imperatividad de las normas hu-
manitarias y su integración en el bloque de constitucio-
nalidad implica que el Estado colombiano debe adap-
tar las normas de inferior jerarquía del orden jurídico 

-
terial de tales valores. 

EL PROTOCOLO II
“Como es obvio, esa situación comportó la inapli-

internacionales, puesto que la declaratoria de belige-
rancia afecta profundamente la soberanía nacional. Por 
ello, los Convenios de 1949 distinguieron rigurosa-
mente entre la declaratoria de beligerancia y la apli-
cación del derecho humanitario, al señalar que sus 

el estatuto jurídico de las partes. Esta frase corta en-
tonces de raíz cualquier equívoco sobre la posibilidad 

de que el derecho humanitario pueda erosionar la so-

aplicación, por parte de un Estado, de las normas hu-
-

nocimiento de beligerancia de los alzados en armas”. 

internacional, los alzados en armas son sujetos de 
Derecho Internacional Humanitario, puesto que es-
tán obligados a respetar las normas humanitarias, 
ya que estas son normas de ius cogens imperativas 

no devienen, por la sola aplicación del derecho hu-
manitario, sujetos de derecho internacional público, 
puesto que siguen sometidos al derecho penal inter-
no del Estado respectivo, y pueden ser penados por 
haber tomado las armas e incurrido en perturbación 
del orden público
Montealegre, “el derecho humanitario coexiste con el 
derecho interno, el que recibe su aplicación general, y 

-
tes respecto a su posición legal o ilegal ante el recurso 
a la fuerza”. El Estado sigue entonces detentando el 

que los alzados en armas quedan sometidos a las penas 
previstas para delitos como la rebelión o la sedición.

Esto permite concluir que el Protocolo II no vulnera 
la soberanía nacional, ni equivale a un reconocimien-
to de beligerancia de los grupos insurgentes. Es pues 
equivocada la apreciación de algunos intervinientes, 
según la cual la aplicación del Protocolo II implicaría 
la legitimación, por el Estado colombiano, de los gru-
pos armados irregulares, ya que la aplicación de las 

jurídico de las partes. 
En cuanto a los Acuerdos Especiales, la Corte Cons-

titucional ha manifestado “De otro lado, el artículo 

aplicación de las normas humanitarias. Tales acuer-
dos no son, en sentido estricto, tratados, puesto que 
no se establecen entre sujetos de derecho internacio-
nal público sino entre las partes enfrentadas en un 

-
ternacional Humanitario. 
de las normas humanitarias no depende de la existencia 
o no de tales acuerdos. Sin embargo, tales acuerdos 
responden a una pretensión política perfectamente ra-

 puesto que la vigencia práctica y efectiva del 
Derecho Internacional Humanitario depende, en gran 
medida, de que exista una voluntad y un compromiso 
reales de las partes por respetarlo. -

la reciprocidad, ya que ella existe de manera indepen-
diente para cada una de las partes, tal como se vio en el 
fundamento 9º de esta sentencia. Sin embargo, parece 
deseable políticamente que existan esos compromisos 
recíprocos, ya que de esa manera se asegura una ma-
yor aplicación progresiva de las normas humanitarias 
del Protocolo II. En tal contexto,
acuerdos especiales puede fortalecer esos compromi-

-
nitarias por las partes enfrentadas. Por ello, la Corte 

-
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Internacional Humanitario y su cumplimiento real por 
las partes enfrentadas. En efecto, esos acuerdos espe-
ciales son no sólo una clara posibilidad jurídica con-

-
-

te de las víctimas de la guerra, favorecer consensos y 

De acuerdo a la Corte Constitucional Sentencia C- 
084 de 2016 -

de los asociados, lo que incluye el deber de investigar 
-

-
damento de este pilar esencial se encuentra en varios 

compromiso esencial de las autoridades por asegurar 

-
rior, la obligación de respeto, garantía y protección 

diversos instrumentos y tratados internacionales, e in-

la que se trata de normas de la más alta relevancia 
constitucional. 

cuando los Estados cumplen una serie de obligaciones 
particulares: (i) prevenir su vulneración; (ii) tutelarlos 
de manera efectiva; (iii) 

-
-

-

-

y sanciona las principales y más graves violaciones a 

-
rra y el genocidio.

-
plementariedad con base en el cual es necesario pro-

deben ser respetados en todo momento y lugar, frente a 
cualquier tipo de agresión violenta, sea esta producto 

-
-

manera concurrente, pues pese a que son dos sistemas 
normativos independientes y autónomos, son comple-

encuentra consagrado en diversos tratados e instru-

-

carácter de protección doble y complementaria al ser 

Corresponde en consecuencia al Estado, en su con-

del Derecho Internacional Humanitario, como parte de 
su deber de honrar los compromisos internacionales. 
Sobre las obligaciones que se derivan de este ámbito 

-
prudencia: 

-
manitario se impone a todas las partes que partici-

los respectivos tratados. No es pues legítimo que un 

-

-

-
versal aceptación de sus contenidos normativos por los 

-
cogen. Todos los actores armados, estatales o no esta-
tales, están entonces obligados a respetar estas normas 

-
nidad que no pueden ser derogados ni siquiera en las 

En Colombia no sólo -
manitario es válido en todo tiempo sino que, además, 
opera una incorporación automática del mismo “al 
ordenamiento interno nacional, lo cual, por lo demás, 

-

ius cogens.
Como es obvio, la imperatividad de las normas 

-
tucionalidad implica que el Estado colombiano debe 
adaptar las normas de inferior jerarquía del orden ju-

-

material de tales valores”.
-

tal, que en sí mismos proveen el fundamento para la 
responsabilidad penal individual de quienes cometen 
graves infracciones a esta normatividad, esto es, crí-
menes de guerra. Ello implica que tanto la actividad 
del legislador cuando, en desarrollo de su potestad de 

-
nacional Humanitario, como la de las autoridades ju-

En lo que concierne al deber de aplicación de las 
-

nitario, en el ámbito de la actividad judicial, la juris-

normas y principios cumplen una doble función (inter-
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pretativa e integradora) que contribuye a proveer de 

-

normatividad, esto es, los denominados crímenes de 
guerra, es apenas natural que para su interpretación 
y aplicación los operadores jurídicos deban recurrir 
con frecuencia a las normas y principios que orientan 

-
tegran el bloque de constitucionalidad, dada su je-
rarquía de norma superior y su poder de irradiación 
sobre la interpretación de las leyes, tienen el carácter 

de constitucionalidad tengan jerarquía constitucional 

-
-

preámbulo, los principios, valores y reglas constitucio-

orden interno, las normas del bloque de constituciona-

texto formal de la Carta convierte a los dispositivos del 
-

ciedad”, y la condición de ocupar con ellos el máximo 
-

gislación interna acondicione su contenido y ajuste sus 
preceptos a los estatutos por aquellas adoptados, pues 
estos irradian su potestad sobre todo el ordenamiento 
normativo”.

1.2 CONVENIO DE GINEBRA. ACUERDOS 
ESPECIALES. 

CONFLICTO ARMADO NO INTERNACIONAL7 

no internacionales.

internacional y que surja en el territorio de una de las 

las siguientes disposiciones:
1. Las personas que no participen directamente en 

-
tención o por cualquier otra causa, serán, en todas las 

color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o 
la fortuna, o cualquier otro criterio análogo.

-
nadas:

Los atentados contra la vida y la integridad corpo-

las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los su-
plicios;

los atentados contra la dignidad personal, especial-

las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo 
juicio ante un tribunal legítimamente constituido, con 
garantías judiciales reconocidas como indispensables 

asistidos.

por poner en vigor, mediante acuerdos especiales, la 
totalidad o parte de las otras disposiciones del presen-
te Convenio.

La aplicación de las anteriores disposiciones no 
surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes 

En efecto este artículo 3° común, contempla que 
“las partes pueden poner en vigor la totalidad o parte 
de las disposiciones presentes del siguiente convenio 
“y eso es lo que dice en relación con los acuerdos espe-
ciales. Es decir que a través de acuerdos especiales se 
pueden poner en vigor la totalidad o parte de las dispo-

-
cionales. Los Acuerdos Especiales son una posibilidad 

-

disposiciones del Derecho Internacional Humanitario 

EL CONFLICTO. 
Las disposiciones de los cuatro convenios son dis-

 obvia-

Por esta razón cuando se mira el contenido de lo 

-
-

ciones del DIH, son disposiciones completamente dis-
tintas que en nada tocan el DIH y por tanto no se puede 
sostener en primer lugar que hay un Acuerdo Especial 

esencia del Derecho Internacional Humanitario. Como 
lo explica el experto en derecho internacional Rafael 
Nieto “Acuerdo especial sería si las partes se ponen de 

tratamiento de heridos y restricción de armas, pero lo 
que se trata en los pactos de La Habana no es del Dere-
cho Internacional Humanitario, no hay ni puede haber 
un acuerdo especial así el gobierno y las Farc se empe-
ñen en hacerlo ver así”. 

APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 3° COMÚN 
DE LA CONVENCIÓN DE GINEBRA

I. Primera frase. Ámbito de aplicación del artículo.

-
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Después de diversas enmiendas discutidas se deter-
minaron diferentes condiciones que sin tener ningún 
carácter obligatorio, constituyen criterios convenientes 

internacional. Los siguientes son los criterios unáni-
mes. 

-
-
-

torio determinado y tenga los medios para respetar y 

-

de una parte del territorio nacional.

insurrectos la condición de beligerantes; o bien
-

ción de beligerante; o bien 
-

dición de beligerantes exclusivamente con miras a la 
aplicación del Convenio; o bien

de las Naciones Unidas como constitutivo de una ame-

o un acto de agresión.

presente las características de un Estado.

fracción determinada del territorio nacional.

-
marse a las leyes y costumbres de la guerra.

-

Convenio.
Estos criterios son útiles en cuanto permiten distin-

corta duración.
De manera general, hay que admitir que los con-

armados caracterizados por hostilidades en las que se 
enfrentan fuerzas armadas. En suma, nos encontramos 

-
tos de una guerra internacional, pero que se libra en el 
interior de un mismo Estado. En muchos casos, cada 
una de las dos partes está en posesión de una parte del 
territorio nacional y, a menudo, existe alguna forma de 
frente.

B. Obligaciones de las Partes 
Las palabras “cada una de las Partes” marcan toda 

la evolución que el derecho internacional ha experi-
mentado en algunos años. Todavía no hace mucho se 

obligar mediante un Convenio internacional a una par-
te no signataria y, lo que es más, a una parte aún no 
existente, de la que ni siquiera se exige que represente 

-
cionalmente.

La obligación para cada una de las partes es incon-
dicional. Fue a propósito que se omitió la cláusula de 

proyecto de Estocolmo. Esto representa un progreso 
importante, aunque es cierto que está compensado por 

que es aplicable, sino únicamente el contenido del artí-
culo 3° mismo.

la autoridad establecida no plantea problemas. La mera 
-

no obliga a este Gobierno, en cuanto Parte contratante 
-

gación de la parte adversa, rebelada contra el Gobierno 

la duda de si los “insurrectos” podían estar válidamente 
obligados por un Convenio que ellos mismos no hubie-

-

propia pretensión de representar al país, o incluso sólo 
a una parte de este. Esta “autoridad” sólo podría libe-
rarse de sus obligaciones convencionales haciendo uso 
del procedimiento de denuncia previsto en el artículo 
158. Y aun así, la denuncia sólo tendría valor y sólo po-
dría hacerse materialmente si la autoridad denunciante 
estuviese reconocida internacionalmente como un Go-
bierno competente. Observemos, por lo demás, que, de 
conformidad con el artículo 158, la denuncia no surte 
efecto inmediatamente.

Si un partido rebelde aplica el artículo 3°, tanto me-

ello. Si no lo aplica, dará la razón a quienes consideran 
su acción como un simple acto de anarquía o bandida-

él. No cabe duda de que no existe ningún Estado cuya 
autoridad gubernamental reclame el derecho de utilizar 
la tortura o los demás actos contrarios a la humanidad 
prohibidos por el Convenio como armas contra sus 
enemigos.

El artículo 3° tiene cuidado de puntualizar que las 
disposiciones aplicables representan un mínimo obli-
gatorio. Las palabras como mínimo deben entenderse 
en ese sentido, a la vez que constituyen un estímulo 
para superar ese mínimo.

Hemos visto que, si se querían tener disposiciones 

-

sólo están, pues, obligadas legalmente a observar el 
-

más. Pero es evidente que cada una de ellas tiene la 
plena libertad para declarar su intención de aplicar, to-
das o parte de las demás disposiciones, y no podríamos 
menos que animarlas a hacerlo. Puede también suceder 

carácter de una verdadera guerra. Entonces, la situa-
ción de millares de víctimas es tal que ya no basta con 
respetar solamente el artículo 3. Es entonces de desear 
que se regule detalladamente el trato que hay que ga-
rantizarles y los socorros que hay que proporcionarles, 
además de otras cuestiones. Puede llegar un momento 

-
sadas en ello como las víctimas.
práctico entonces que, en lugar de negociar durante 

-
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venio tal como es, o por lo menos a algunas de sus 

Esta disposición no sólo brinda una posibilidad 
práctica, sino que hace, además, una exhortación acu-

lo posible por [...]”. Aunque las partes, cada una por 
lo que le atañe, no tienen el deber de observar unila-
teralmente otra norma que el artículo 3°, están obliga-
das a procurar una aplicación más amplia, mediante un 
acuerdo bilateral.

El temor –tan a menudo expresado en el transcur-
so de los debates– de reforzar el poder de un partido 
rebelde, ¿no hace correr el riesgo de hacer inoperante 

reconocimiento implícito de la existencia legal y del 
-

mos que, aunque e
suscribir tales acuerdos, queda libre en cuanto a su de-

-
conocimiento de la legalidad de su adversario. Por lo 
demás, en la práctica, la concertación de los acuerdos 

podría negar, sea cual fuese su apreciación jurídica de 
esta situación.

En conclusión, los Acuerdos Especiales no son 

la extensión de las normas de Derecho Internacional 

CUARTO APARTADO - AUSENCIA DE EFECTO 
SOBRE EL ESTATUTO JURÍDICO DE LAS PARTES 
EN CONFLICTO 

Esta disposición es esencial. Puntualiza, con la ma-
yor claridad, que el objetivo del Convenio es exclusiva-

que todos los pueblos 
civilizados consideran como válidas en todas partes y 
en todas las circunstancias, por estar por encima y fuera 
incluso de la guerra.

Así pues, el hecho de aplicar el artículo 3 no cons-
tituye en sí mismo, por parte de un Gobierno legal, 
ningún reconocimiento de poder alguno a la parte ad-
versa; no limita de ningún modo su derecho –que le 

-
dos los medios, incluido el uso de las armas; no afecta 
en nada a su derecho a perseguir judicialmente, juz-
gar y condenar a sus adversarios por sus crímenes, de 
conformidad con la propia ley.

-

inmunidad.
El artículo 3° –como todo el Convenio, sólo tiene 

condición de ser humano, independientemente de las 
otras calidades de la que está revestido, pero carece 
de efecto sobre el trato jurídico o político que puede 
acarrearle su comportamiento.

1.3 MEJORAR EL RESPETO DEL DERECHO 
INTERNACIONAL HUMANITARIO EN LOS 
CONFLICTOS ARMADOS NO INTERNACIO-
NALES. COMITÉ INTERNACIONAL DE LA 
CRUZ ROJA.

¿Cuáles son las normas del DIH aplicables en los 

El Derecho Internacional Humanitario tiene dos 

armados internacionales, sus reglas están recopiladas 
fundamentalmente en los cuatro Convenios de Ginebra 
de 1949. El segundo campo de aplicación es el de los 

las normas que se aplican son el artículo 3 común de 
los cuatro convenios de Ginebra (y es la única norma 

-
nacionales) y en el caso de los países que han suscrito 

-
ciones del Protocolo II de Ginebra de 1977. Es decir las 

armados no internacionales son el artículo 3° común y 
el Protocolo II. El artículo tercero es una norma míni-
ma, Ius Cogens, es decir se aplica incluso aún en contra 
de la voluntad de las partes que participan en un con-

sean partes de los convenios. 
Las normas del DIH aplicables en situaciones de 

derecho convencional como del derecho consuetudina-
rio. 

El artículo 3° común a los Convenios de Ginebra 
-

 “que no sea de índole internacional”. Es decir, 

organizados, o entre estos grupos. El artículo 3° común 

embargo, con base en la práctica, se han podido esta-
blecer algunos criterios. 

es decir, deben poseer una organización y una estructu-
ra mínimas, además de una cadena de mando.  

-
mo de intensidad. Las partes recurren habitualmente a 
sus fuerzas armadas o a medios militares. La duración 
de la violencia constituye otro elemento que debe con-
siderarse. 

En consecuencia, el artículo 3° común no es aplica-
ble en situaciones de disturbios y tensiones interiores, 
tales como los motines y los actos esporádicos y aisla-
dos de violencia. 

establece de manera explícita que su aplicación no 
surte efectos sobre el estatuto jurídico de las partes en 

-
cado de “tratado en miniatura”, establece la protección 
mínima que se debe otorgar a quienes no participan, o 

personas civiles, los miembros de las fuerzas armadas 

depuesto las armas).  
Asimismo, estipula un trato humano y no discri-

minatorio para todas estas personas, prohibiendo, en 
particular, los actos de violencia contra la vida y la 
integridad personal (especialmente el homicidio, las 
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mutilaciones, los tratos crueles y la tortura), la toma 
de rehenes y los atentados contra la dignidad personal, 
especialmente los tratos humillantes y degradantes. 
Además, el artículo prohíbe las condenas dictadas y las 

-

como indispensables. Por último, impone a las partes 
la obligación de recoger y asistir a los heridos y los 
enfermos. 

-
ticia en 1986,

constituyen las normas mínimas de las que no deben 

de este, no después). 
-

rídicos a los que han recurrido el CICR y otros actores 
humanitarios, en sus esfuerzos por que las partes en los 

-
peto del derecho humanitario. 

1. ACUERDOS ESPECIALES 
-

tos armados no internacionales dan la posibilidad a 
estas partes de formular un compromiso explícito de 
respetar el derecho humanitario. 

Puesto que los acuerdos especiales se basan en el 
consentimiento mutuo de las partes y establecen cla-
ramente que estas tienen las mismas obligaciones de 
conformidad con el DIH, en esos acuerdos se pueden 
contemplar otros incentivos adicionales para que se 
cumplan esas obligaciones. 

El artículo 3° común dispone explícitamente que la 
conclusión de un acuerdo especial no surta efecto al-

-

Según lo dispuesto en el artículo 3° común, los 
acuerdos especiales autorizan a las partes en con-

y uno o más grupos armados o entre grupos arma-
dos) a comprometerse explícitamente a respetar el 
derecho humanitario. 

Un acuerdo especial puede crear nuevas obligacio-

acuerdo “constitutivo”), o bien retomar simplemente el 
derecho que ya vincula a las partes (un acuerdo “decla-
rativo”). Asimismo, puede limitarse únicamente a cier-

en curso, pueden adquirir una pertinencia particular. 
En este caso, el acuerdo debe establecer claramente 
que, pese a su alcance limitado, sus disposiciones se 

-
mas aplicables que no se mencionan en él. 

“Un acuerdo especial puede proveer una relación 
sencilla del derecho aplicable al contexto, o bien una 
extensa lista de las disposiciones del DIH diferentes del 
derecho ya aplicable, y lograr un compromiso claro de 
las partes de acatar este derecho”. 

Un acuerdo especial proveerá una base importan-
te para las intervenciones de seguimiento respecto de 
violaciones del derecho. Además, como un acuerdo es-
pecial es de  una amplia gama 
de actores en la comunidad internacional sabrá de su 

existencia y estará en capacidad de ayudar a las par-
tes en el cumplimiento de sus compromisos (sin que 

ni vinculante). 

de los términos formales plasmados en el documento. 
Estos acuerdos especiales se basan en el consentimien-
to y compromiso mutuos, que claramente atribuyen a 
las partes las mismas obligaciones de DIH, pudiendo 
ser un incentivo adicional para que se respete el DIH. 

Un acuerdo especial puede también ser útil cuan-

o cuando las partes en el mismo discrepan a este res-
pecto. Un acuerdo especial no necesariamente requie-
re que las partes asuman la misma posición frente a 
la cuestión; las disposiciones del derecho humanitario 
se hallan establecidas y cobran vigencia en virtud del 
compromiso expreso contenido en dicho acuerdo. 

Estados que han concluido Acuerdos Especiales
En 1992, por invitación del CICR, las diferentes 

-
zegovina concluyeron un acuerdo especial. “Si bien es 
cierto que el impacto del acuerdo fue limitado en tér-
minos de prevención de las violaciones del derecho, su 
contenido es instructivo. El texto del acuerdo empieza 
con el compromiso de las partes de respetar y de hacer 
respetar las disposiciones del artículo 3° común, que 
se cita en su totalidad. Asimismo, las partes acordaron 
poner en vigencia disposiciones adicionales relativas a 
la protección de los enfermos, los heridos y los náufra-
gos, de los hospitales y de otras unidades sanitarias, así 
como de la población civil. Estas disposiciones adicio-
nales abarcaban también el trato debido a los comba-
tientes capturados, la conducción de las hostilidades, 
la asistencia a la población civil y el respeto a la Cruz 

de Ginebra o de sus Protocolos adicionales fueron cita-
dos cuando se estimó que era pertinente hacerlo”. 

Además de compromisos, el acuerdo relacionado 
con la República de Bosnia-Herzegovina incluyó otras 
disposiciones. En primer lugar, en sus términos se dis-

-
gundo lugar, el acuerdo incluyó el compromiso de di-
fundir tanto el DIH como las disposiciones del acuerdo 

relativas a su aplicación, tales como el compromiso de 
realizar investigaciones en torno a las presuntas vio-
laciones del DIH y la obligación de adoptar las me-
didas necesarias para ponerles y para sancionar a los 
responsables, así como la designación de funcionarios 
de enlace y el ofrecimiento de garantías de seguridad 
al CICR. 

especiales, el de Yemen, concluido en 1962, y el de 
Nigeria, concluido en 1967, acuerdos que fueron ne-
gociados por el CICR y en los que se incluyeron com-
promisos de actuar de conformidad con los Convenios 
de Ginebra de 1949. 

“Algunos acuerdos concluidos entre las partes en un 

DIH como al derecho de los derechos humanos y, por 
consiguiente, no son acuerdos basados en el artículo 3 
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San José sobre Derechos Humanos, concluido entre el 
Gobierno de El Salvador y el Frente Farabundo Martí 
para la Liberación Nacional en 1990, contenía compro-
misos de respetar el artículo 3° común y el Protocolo 
adicional II, además de varias disposiciones de dere-
chos humanos. El Acuerdo General sobre el Respeto 
a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional 
Humanitario, concluido entre el Gobierno de Filipinas 
y el Frente Nacional

documento global, sino en varios acuerdos separados. 
Éste fue el caso en Tayikistán, donde las negociaciones 

entre 1995 y 1997. El CICR participó en las reuniones 
en calidad de observador, y aprovechó este foro para 
manifestar sus preocupaciones de índole humanitaria. 

Contenidos de los acuerdos especiales 
Un acuerdo especial podría contener algunos de 

los siguientes elementos: primero, una clara y am-
plia relación de las disposiciones del DIH aplicables 
que provengan tanto del derecho convencional como 
del consuetudinario; segundo, un compromiso de las 
partes de respetar y hacer respetar estas disposiciones 
del DIH; tercero, una referencia en virtud de la cual 

-

responsabilidad de las partes en materia de difusión 
del DIH y de los términos del acuerdo mismo; y, por 
último, algunas disposiciones relativas a la aplicación 
del acuerdo especial. 

también el ofrecimiento de garantías de seguridad a 

control de las partes. 
En caso de que un acuerdo especial contemple al-

gunas, más no todas las disposiciones pertinentes del 
DIH, se debe poner de relieve, en el texto mismo y 
siempre que sea posible, que este acuerdo de alcance 

normas aplicables que no se mencionan en él. 
Igualmente el artículo 6° del Convenio de Ginebra 

dice que se pueden hacer acuerdos especiales sobre 
cualquier cuestión PROPIA DEL DERECHO IN-
TERNACIONAL HUMANITARIO. No se puede 
entender este artículo sobre cualquier cuestión que se 

-
-

dios de comunicación y acceso a ellos, participación 
política o acuerdos comerciales, estas cosas no son 
propias del DIH. Se pueden hacer acuerdos especiales 
sobre cualquier cuestión PROPIA del Derecho Interna-
cional Humanitario. Esta expresión debe entenderse en 
el marco del DIH. No existen acuerdos especiales que 

En conclusión lo que pretende el Derecho Interna-
cional Humanitario es la protección de la persona hu-

su propósito, su ámbito material de aplicación. No se 
puede suponer que las normas humanitarias son para 

-

2. ACUERDOS DE PAZ O DE ALTO AL FUE-
GO. Incorporación del Derecho Humanitario en los 
Acuerdos de alto al fuego o de paz. 

La inclusión de compromisos en materia de DIH en 
los acuerdos de alto el fuego o de paz suscritos por las 

-
sulta de utilidad para garantizar el respeto de las dispo-
siciones del DIH que seguirán vigentes o que entrarán 
en vigor tras el cese de hostilidades. 

Por otra parte, la inclusión de compromisos en 
materia de DIH en un acuerdo de alto el fuego puede 
también ser útil para recordar a las partes sus obligacio-
nes a la luz de este derecho, en caso de que se renueven 

Descripción básica 
Los acuerdos de alto el fuego o de paz suelen conte-

ner referencias al derecho humanitario. 
Mediante los acuerdos de alto el fuego, las partes 

acuerdos de alto el fuego a menudo contienen compro-
-

cas del DIH, o de abstenerse de cometer violaciones 
de este”. 

, por el contrario, se concluyen 
normalmente -

. Las 
referencias al DIH incluidas en estos acuerdos aluden, 
por lo general, a las disposiciones del derecho que se-
guirán vigentes o que entrarán en vigor tras el cese de 
las hostilidades, y están acompañadas del compromiso 
de las partes de cumplir con estas obligaciones tras el 

Utilidad 
La inclusión en los acuerdos de paz de una relación 

precisa de las disposiciones del DIH que seguirán vi-
gentes o que entrarán en vigor después del cese de las 
hostilidades, facilitará las intervenciones para velar por 
el cumplimiento de dichas obligaciones. 

Acuerdos de paz 
Las referencias al DIH que se hacen en los acuer-

dos de alto el fuego conciernen, por lo general, a las 
disposiciones del derecho que seguirán vigentes, o que 
entrarán en vigor, tras el cese de las hostilidades, y van 
acompañadas del compromiso de las partes de cumplir 

estos compromisos han incluido, entre otras, la obliga-
ción de liberar a los “prisioneros de guerra” o deteni-

-
plo en Angola, Bosnia-Herzegovina, Camboya, Côte 
d’Ivoire, Liberia y Sierra Leona); las obligaciones de 
las partes frente a las personas civiles evacuadas, des-
plazadas o internadas (como en Camboya); la obliga-
ción de las autoridades militares y civiles de explicar la 
desaparición y la muerte de miembros de sus formacio-

Ruanda, Bosnia-Herzegovina); y la obligación de las 
partes de comunicar la ubicación de las minas terrestres 
(como en Ruanda). 

Además de los compromisos anteriormente des-
critos, en los acuerdos de paz se han incluido también 
otras disposiciones relativas al DIH, tales como los 
compromisos de promover el pleno respeto del DIH 

formación en materia de DIH a las fuerzas de defensa 



G  344  Martes, 31 de mayo de 2016 Página 23

las operaciones humanitarias (como en Côte d’Ivoire, 
Liberia, Sierra Leona, Somalia). 

Aunque por lo general las negociaciones de los 
-

zan entre las partes concernidas y una tercera parte ne-
gociadora, en ocasiones otros actores pueden estar fa-
cultados para revisar y comentar las disposiciones del 

. Fue 
así como el CICR pudo hacer sus comentarios acerca 
de los términos relacionados con el DIH durante las 
negociaciones de los acuerdos concluidos en Burundi, 
Côte d’Ivoire y Sierra Leona. 

El DIH en los acuerdos de paz 
“Con base en la práctica, se puede considerar 

obligación de liberar a los detenidos de las partes en 

-
ternadas, la obligación de las autoridades militares y 
civiles de explicar las desapariciones y las muertes, y 
la obligación de las partes de comunicar la ubicación 
de minas terrestres. 

-
cluyan las siguientes disposiciones relacionadas con el 

seguridad (en particular cuando los miembros de un 
-
-

manitarias”. 
Teniendo en cuenta el sustento normativo a la luz 

del derecho internacional, resulta más que concluyente 
la manera equivocada en que el Gobierno quiere “re-

Los Acuerdos Especiales están diseñados para compro-
meter a las partes involucradas a respetar las Normas 
del Derecho Internacional Humanitario, se trata de un 
compromiso expreso de respeto hacia las normas hu-
manitarias, respeto inequívoco que hasta el día de hoy 
no se ha dado por los terroristas de La Habana, pues 
tal y como lo mencionó Humberto de la Calle en esa 
misma declaración “anunciamos además que seguimos 
trabajando intensamente en las fórmulas para convenir 

de la guerrilla y el sistema de garantías para quienes 
dejen las armas…”. La incongruencia de su declara-
ción con el espíritu de la norma de la Convención de 

-

si aún no tienen la solución al cese al fuego y hostilida-

denominación de este acuerdo con las condiciones pac-
tadas hasta hoy, que en ningún escenario contemplan el 
cese de hostilidades, por lo tanto no se han reconocido 
las normas humanitarias que sería el primer paso en 
cualquier proceso de reconciliación con miras a la paz 

IV. DELIBERACIONES 
Para concluir este estudio de proyecto de acto legis-

lativo como lo había mencionado, al inicio se ve clara-
mente cómo se está sustituyendo la Constitución, en los 
siguientes tres aspectos: 

1. Se invade el ámbito de libertades y competen-
cias básicas de los ciudadanos.

Es preciso señalar la distinción entre el poder cons-
tituyente primario y el poder constituyente derivado.

El constituyente originario o primario, está en cabe-
za del pueblo, que es en quien reside la soberanía. En 

en la Sentencia C-544 de 1992 “el poder constituyente 
es el pueblo, el cual posee per se un poder soberano, 
absoluto, ilimitado, permanente, sin límites y sin con-
trol jurisdiccional, pues sus actos son político-funda-

propia voluntad política de la sociedad”.
A su vez, el poder de reformar la Constitución por 

medio del constituyente derivado, hace referencia a 
las facultades otorgadas a algunos órganos del Estado, 
atendiendo a los procedimientos, competencias y con-

-
ponga. De acuerdo con la Sentencia C-551 de 2003, “se 
trata por lo tanto, de un poder de reforma de la propia 
Constitución, y en ese sentido es constituyente; pero se 
encuentra instituido por la Constitución existente, y es 
por ello derivado y limitado”.

En conclusión, el constituyente originario pue-
de cambiar, incluso de manera total, la Constitución, 
mientras que el constituyente derivado, solo puede ac-

-
trol más fuerte o profundo. 

efecto, al impedir que sea el poder constituyente pri-

el efecto y pudiendo decidir sobre la viabilidad o no 

Condición número 1”.
-

ganos del poder público otorgándole a una rama u 
órgano tanto poder que desequilibre la estructura 

La Carta Magna estipula en su artículo 113. 

y la judicial.

otros, autónomos e independientes, para el cumpli-
miento de las demás funciones del Estado. Los dife-
rentes órganos del Estado tienen funciones separadas 

La constituyente fue clara en señalar que cada rama 
tiene funciones separadas, pero en este Proyecto de 

los miembros de esta última como un simple especta-

fue encomendado por la votación del pueblo, al elegir-
los para su representación, pues como ya se manifestó, 

-
ran supeditados, a lo que el Gobierno disponga. Por el 
contrario según lo establecido por el artículo 114, es el 

-
bierno y no lo contrario. 
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Artículo 114. “Corresponde al Congreso de la Re-

ejercer control político sobre el gobierno y la admi-
nistración. 

En el artículo 133 encontramos respecto a la Rama 
Legislativa “Los miembros de cuerpos colegiados de 
elección directa representan al pueblo, y deberán ac-

casos que determine la ley.
El elegido es responsable políticamente ante la so-

ciedad y frente a sus electores del cumplimiento de las 
obligaciones propias de su investidura”.

axiológica de la Constitución
Atenta contra la axiología no solo constitucional 

sino nacional, al trasgredir valores como el de la par-
ticipación democrática, irrupción de los estándares éti-
cos establecidos en la Constitución de 1991 como el 
desestimulo al acceso a cargos públicos y contratos con 
el Estado a través de operaciones terroristas y disposi-
tivos armados de opresión o, cesación de pena privativa 
de la libertad para los perpetradores de delitos graves.

El proyecto de acto legislativo, vulnera por comple-
to al Constitución Política Colombiana, pasando por 
alto los principios fundamentales que esta instituye, 
por eso desde el Preámbulo encontramos “El pueblo 
de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, repre-

a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la 
justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la 

-
cipativo que garantice un orden político, económico y 
social justo, y comprometido a impulsar la integración 
de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y 
promulga la siguiente”.

El preámbulo es parte vinculante dentro de la Cons-
titución Política, es la base pilar de la Carta, en ella se 
centran y encierran todos los preceptos que se van a 
desarrollar en el articulado, por eso es tan importante, 
por ser la estructura que dio origen a todos los compo-
nentes de la Constitución, este es el marco sobre el cual 
se basará todo lo preceptuado. Aunque establece que se 

-
dido que se valdrá de todos los medios para lograrla, 
tal como se pretende, pasando por el interés general y 
dando impunidad para los actores de la guerra. Es cier-

sea equitativa, que las víctimas sean resarcidas, de esta 
manera se logrará la verdadera paz, porque no es dar 
solo perdón y olvido, sino garantizar una igualdad y 
dar a cada quien proporcionalmente lo que se merece. 

En palabras de la Corte Constitucional, en la Sen-
tencia C-479 de 1992 “El Preámbulo da sentido a los 

-

de las instituciones jurídicas. Lejos de ser ajeno a la 

ella. Las normas pertenecientes a las demás jerarquías 
del sistema jurídico están sujetas a toda la Constitu-
ción y, si no pueden contravenir los mandatos conteni-

transgresión de las bases sobre las cuales se soportan 

poder vinculante en cuanto sustento del orden que la 
Carta instaura y, por tanto, toda norma –sea de índole 

-

Constitución porque traiciona sus principios”.
En el artículo 1  de la Constitución Política, encon-

tramos que -
-
-

riales, democrática, participativa y pluralista, fundada 

la solidaridad de las personas que la integran y en la 
 en este enunciado se 

-
cho, “El Estado Social de Derecho es un estado de tipo 
democrático, que se caracteriza por el reconocimiento 
de derechos individuales y colectivos (económicos, so-
ciales, culturales), con una idea de propiedad privada, 
pero sumada a la existencia de su función social, con 
una importante labor interventora del Estado en todos 
los niveles. Cuando se habla de Estado de derecho, se 
habla del gobierno de las leyes. En este sentido no go-

-
triz de las normas de ese Estado. El estado de derecho 

las autoridades, los gobernantes lo hacen supeditados a 

-
tereses colectivos y a las acciones que, en los distintos 
campos de la vida, se dirigen desde allí8”. 

Es así como se entiende que el gobierno debe velar 
por los interés colectivos, en este caso el hecho de pre-
tender, que personas autoras de crímenes de lesa huma-
nidad, como son los miembros de las Farc, ocupen car-
gos de elección popular, se estaría violando este prin-
cipio, donde queda el respeto hacia las víctimas, aparte 

de índole político, esto contraería en primer plano con 
el primero de los principios rectores, donde queda la 
seguridad que nos debe brindar el gobierno.

De acuerdo con la Sentencia C-251 de 2002, “Un Es-

de tal forma que para lograr la seguridad no vulnere 

ejercidas dentro de un orden justo, respetuoso del plu-
ralismo y de la libertad de crítica. Y en eso consiste el 

los regímenes constitucionales, que fundan su legitimi-

-

Esta sentencia menciona, que en aras de lograr la 
seguridad, no se debe vulnerar los derechos fundamen-
tales, pero vemos como el gobierno buscando la paz a 
cualquier modo, está violando estos derechos y pasan-
do por encima de los intereses colectivos.

En el preceptuado del artículo 2  de nuestra Carta 

-
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-

-
sagrados en la Constitución; facilitar la participación 
de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia nacional, mante-
ner la integridad territorial y asegurar la convivencia 

para proteger a todas las personas residentes en Co-

de los deberes sociales del Estado y de los particula-
res”.
a la comunidad, garantizar la efectividad de los prin-
cipios, derechos y deberes, facilitando la participación 
de todos en las decisiones que los afectan, cabe pregun-
tarse porque se pretende limitar a una comisión para 

partícipe a todos los parlamentarios de cámara y sena-
do, llevando a conocimiento público a las respectivas 
plenarias los temas y leyes que se pretendan presentar. 
De esta manera viola este principio además, es evidente 

delimitado los tres aspectos en los cuales se sustituye la 
Constitución, también lo ha hecho para manifestar que 

siguientes requisitos
1. Debe haber sido producida por el órgano compe-

tente. 
2. Debe haber sido producida a través del procedi-

miento adecuado. 
3. No debe estar en contradicción con otras normas 

1. Debe haber sido producida por el órgano com-
petente. -
litaciones a favor de determinadas autoridades para 
producir normas, de modo que si la norma no ha sido 

-
tente, no es considerada como válida.

La Constitución Política en el artículo 374, estable-
ce que:

“La Constitución Política podrá ser reformada por 
el Congreso, por una Asamblea Constituyente o por el 
pueblo mediante referendo”.

A su vez, el artículo 375 de la Constitución Política 
señala que:

“Podrán presentar proyectos de acto legislativo el 
Gobierno, diez miembros del Congreso, el veinte por 

-
danos en un número equivalente al menos, al cinco por 
ciento del censo electoral vigente”.

Este proyecto pretende que el origen de las iniciati-
vas sean atribuidas exclusivamente en manos del Go-
bierno Nacional, excluyendo al Congreso, a los con-

-
ción de la iniciativa para reformar la constitución en el 
Gobierno conlleva a un desequilibrio en las Ramas del 
Poder Público, genera extralimitación en sus funciones 
y es una concentración de poder de carácter autoritario 

que va en contravía del espíritu democrático y partici-
pativo de nuestro Estado Social de Derecho.

Además, esta facultad entra en contradicción pues 
-

tivo tramitados mediante el Procedimiento Legislativo 
Especial para la Paz serán de iniciativa exclusiva del 
Gobierno nacional.

De otro lado, este proyecto no solo pretende que los 
proyectos de ley y de Acto Legislativo siempre sean de 

se les haga, cuenten con el previo aval del Gobierno, tal 
como lo promueve el artículo 1°, literal g).

Lo anterior da muestra de la vulneración a la Cons-
titución y de permitir esto, el Congreso de la República 
estaría renunciando a su iniciativa legislativa, autono-

necesario.
De esta manera queda demostrado como los alcan-

ces de este proyecto de acto legislativo en materia de 
-

Constitución Política y otorgándole amplias facultades 
al gobierno.

2. Debe haber sido producida a través del pro-
cedimiento adecuado. Las normas son el resultado de 
un procedimiento, por medio del cual se va constru-

productor. El incumplimiento de las exigencias de la 
manera como se producen las normas determina su in-
validez.

Estos requisitos más exigentes que se establecen 
para la reforma de la Constitución no son caprichos, o 
formalidades sin sustancia, sino que representan la ga-
rantía misma del régimen constitucional y de la supre-
macía de la Carta. En efecto, si la Constitución pudiera 
ser reformada por el mecanismo ordinario de aproba-
ción de una ley, y con las mayorías propias de la ley, 
entonces en sentido estricto no existiría Constitución, 

-
titucionales por la simple expedición de una ley. 

Una Constitución que no es rígida no es entonces 
una verdadera Constitución, razón por la cual algunos 
doctrinantes consideran, no sin razón, que las disposi-
ciones que regulan la reforma de la Constitución son, 
al menos formalmente, la norma fundamental del orde-

país es la fuente de validez del resto del ordenamien-
to, y crea los órganos del Estado y prescribe la forma 

las reglas que establecen el procedimiento de reforma 
constitucional señalan cómo se cambian los contenidos 
constitucionales, con lo cual estatuyen el poder de re-
forma o poder constituyente derivado. 

Estas reglas son entonces la ‘constitución de la 
constitución’ o el núcleo de la constitución, y por ello 
la guarda de la integridad y supremacía de la Constitu-
ción exige un control sobre la regularidad de los proce-
dimientos de reforma constitucional. 

Por ello la garantía de los contenidos materiales de 
la Constitución implica la protección de la regularidad 
formal de las reformas constitucionales.

la exigencia del cumplimiento de los requisitos de pro-
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cedimiento para el caso de los Actos Legislativos es 
mayor que cuando se trata de normas de índole legal. 
Ello debido a que la magnitud de las consecuencias, en 
términos de afectación de la arquitectura constitucio-

parte del Congreso, en tanto constituyente derivado, 
implica la necesidad inexcusable del cumplimiento de 
los requisitos de trámite que, por su naturaleza, vincu-
lan a las decisiones del legislativo con la deliberación 
democrática.

Ahora bien, el artículo 375 de la Constitución Polí-
tica señala el trámite que deben surtir los proyectos, es-
tableciendo lo siguiente: “El trámite del proyecto ten-
drá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. 

En el segundo período la aprobación requerirá el voto 
de la mayoría de los miembros de cada Cámara”.

Este es un antecedente nefasto para la democracia 
de Colombia y se vislumbran abusos y rupturas insti-
tucionales, creando nuevas instancias y nuevos proce-
dimientos para aprobar las leyes y las reformas consti-
tucionales.

Cabe señalar, que únicamente el constituyente pri-
mario que redice en cabeza del pueblo soberano, es el 
único que puede sustituir la Constitución, y no el cons-
tituyente derivado, ni mucho menos el gobierno. 

De esta forma se puede evidenciar, como los alcan-
ces de este proyecto de acto legislativo, van en con-
travía del procedimiento indicado por la Constitución 
Política y por las leyes, vulnerando la voluntad del ór-
gano competente productor e incumpliendo las exigen-
cias de la manera como se producen las normas, lo cual 
conlleva a su invalidez e inconstitucionalidad.

3. No debe estar en contradicción con otras nor-
mas superiores a ella del mismo sistema jurídico. 

-
tradecir lo establecido en las superiores. Si lo hace esa 
contradicción es motivo de invalidez de la de inferior 

Tal como ha quedado demostrado es evidente que 

contradicción con la Constitución Política de Colom-
bia, “norma de normas”, tal como se prevé en el artícu-
lo 4 de la Carta.

Estos son los artículos de la Constitución Política 
que entran en contradicción con las pretensiones del 
proyecto de acto legislativo.

Este proyecto de acto legislativo no cumplen con 
los parámetros de validez establecidos por la Corte 

Constitución, es un golpe de Estado en contra de la de-
mocracia, considerada como un valor en nuestra Carta, 

principio fundamental y desarrollada durante la Carta 
Política, entendida etimológicamente como “demos”, 
pueblo y “kratos”, poder y como consecuencia de ella, 
se debe garantizar que todos los miembros de la socie-
dad tengan una posibilidad real e igual de participar en 
las decisiones colectivas. 

aprobada esta iniciativa legislativa, quedará a la mer-
ced del Gobierno nacional la exclusividad de legislar 

en la materia, quien previamente acordará con las Farc, 
que asuntos deberán pasar por el Congreso de la Repú-
blica. No podemos permitir que en nombre de la paz se 
continúe pasando por encima de nuestra Carta Política, 
esto sería un golpe de estado contra la democracia. De 
acuerdo a este Acto Legislativo, los terroristas ahora 
son constituyentes, quienes reforman la constitución y 
además plantean a partir de ahora como reformarla. Es 
lamentable que en lugar de someter a los terroristas al 

-
titución, se les esta es permitiendo, a parte de todos los 

-
nes, como la impunidad, también se le está otorgando 
el poder para que ellos como si fueran legisladores, in-

tanto el procedimiento, como la parte sustancial. 
No olvidemos las intenciones de algunos Honora-

bles Congresistas, que han presentado constancias que 
pretenden no afectar el principio de consecutividad, 

-
minales de las Farc, tengan participación política y le-
gislen en causa propia en el Congreso de la República. 

Es inadmisible pensar en la posibilidad de que inte-
grantes de las Farc, puedan participar en política, pues 
como bien lo establece la Constitución Política, en su 

Legislativo número 01 de 2009, el cual establece 

ley, no podrán ser inscritos como candidatos a cargos 
de elección popular, ni elegidos, ni designados como 

interpuesta persona, contratos con el Estado, quienes 

comisión de delitos que afecten el patrimonio del Esta-
-

En concordancia con lo anterior, el artículo 179 de 
la Constitución Política establece que “no podrán ser 

-
tiva de la libertad, excepto por delitos políticos o cul-
posos”…

La Paz es un principio fundamental, que todos los 
colombianos queremos y necesitamos, pero no de la 
manera inconstitucional y arbitraria que se viene pre-

-
nal, pasando por encima de las víctimas y en general 
de todo el pueblo colombiano. Para lograr una paz ver-

en atribuciones legislativas y otorgando atribuciones a 
unos terroristas.

Primer debate en segunda vuelta
En la discusión del primer debate en segunda vuel-

ta, pese a que se presentaron proposiciones y se fun-
damentaron a través de intervenciones, ninguna fue 
acogida, los cuatro artículos presentados en la ponencia 

especial en los términos del artículo 3° común a los 
Convenios de Ginebra, para ingresar al bloque de cons-

-
cio a lo que este conlleva. Antes de iniciar el debate se 
presentó solicitud de audiencia pública, por parte del 
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Nación, teniendo en cuenta la solicitud del Procurador 
y la mía en los mismos términos se convocó a esta. 

Audiencia Pública
Por iniciativa del Honorable Representante Álvaro 

-
ñez, se convocó a audiencia pública, la cual se desa-
rrolló el día 26 de mayo de 2016 a las 10:00 a. m., con 

asunto, donde se invitó a diferentes académicos, cons-
titucionalistas, organizaciones y a quienes ocuparon 
cargos de connotación nacional. Por lo cual dentro de 
algunas intervenciones manifestaron:

Doctor Alejandro Ordóñez, Procurador General 
de la Nación 

Dentro de su mediación declaró “Nadie en Colom-

ya sea ofrendando la sangre de los suyos o su libertad, 

tiene las competencias constitucionales y legales para 

ser ejercido por todos los colombianos, ese presidente 
en el ejercicio de esas competencias constitucionales y 
legales, debe ejercerlas con los límites que la constitu-

dentro de las limitaciones que le coloca al presidente 
está precisamente la de no alterar la distribución de 
competencias de los diferentes órganos del Estado y 

-

competencias, pero fundamentalmente en una de esas 
limitaciones está la de no alterar la distribución de 
competencia de los diferentes órganos del estado y en 
el desarrollo de este proceso encontramos el acuerdo 
que conocimos el 12 de mayo, el cual se establecía que 
para blindar el proceso porque para blindarlo jurídi-
camente era menester acudir a instrumentos legales, 
acudir al congreso, acudir a la Corte Constitucional, 
acudir al pueblo, y acudir a las instancias internacio-

-
nal se eleva a acuerdo especial, ingresando al bloque 
de constitucionalidad para que sirva de marco y de 
referencia para todas las decisiones y las implemen-

igualmente se establece, la expedición en una ley or-
dinaria la aprobación de los contenidos del acuerdo 

donde igualmente se incluiría el tema de la jurisdic-
ción especial, desde luego, con los elementos que están 

los quórum allí referidos, igualmente ante la corte un 
-

la refrendación como tercer elemento necesario para 
-
-

unilateral de voluntad del estado ante las Naciones 

por ellas expedidas.

Primera, que el acuerdo especial no es acuerdo es-
pecial, no se le puede dar la connotación ni la natura-

-
jor que no pueden ingresar al bloque de constitucio-
nalidad y por ende no puede convertirse en marco de 
referencia para los controles constitucionales de los 
actos legislativos y de las leyes que se expidan. ¿Por 

desde el primer día, no es acuerdo especial sencilla-
-

substracción de materia, los aspectos de que trata, de 
acuerdo a los acuerdos ya conocidos que están consig-
nados en más de ciento veintisiete paginas son los más 
disimiles, temas de educación, de territorio, de tierras, 

-
ticipación política, participación ciudadana, mecanis-

-
gramas de las más diversas materias, infraestructura y 
una larga lista que están consignadas en ciento veinti-
siete páginas, nada tiene que ver ello ni con temas que 

las garantías judiciales respecto a condenas dictadas, 
y las ejecuciones sin previo juicio ante tribunal legíti-

-

saben muy bien que los bloques de constitucionalidad 
tienen como características que servirán de marco y de 

-

una posición prevalente en nuestro ordenamiento cons-
titucional. 

-

tratado que tenga que ver esencial ni fundamentalmen-
-

-

una asamblea de constituyentes, rápidamente se ras-
gaban las vestiduras para desmentir esa aseveración, 

ustedes se despojen de las facultades constituyentes y 
-

un nuevo orden constitucional. No nos digamos menti-
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las normas rectoras del proceso constituyente porque 
nosotros sabemos que la constitución solo puede refor-

el referendo, por los actos legislativos o por asambleas 
-

tablecidos en la Ley 5ª. ¿Cuándo discutieron ustedes, 

-

especiales con el bloque de constitucionalidad, y con 

defraudar la constitución, y se defrauda, primero, en el 
Congreso, la estrategia para que ustedes se despojen 
de la facultad constituyente. 

porque la función de control de la corte, la corte ejer-
cerá las funciones de control, no referidas a la consti-
tución sino referidas al acuerdo, se restringe el control 
constituyente de las leyes de los actos legislativos de 
todas las normas que se expiden respecto, es al acuer-

muy queridas por los colombianos, la acción de in-

los ciudadanos frente a determinados aspectos de los 
acuerdos, defrauda el poder del Congreso al despojar-

el control constitucional, defraudan a la comunidad 
-

do los acuerdos especiales, dándoles un contenido que 
no le pueden dar. Pero cuarto, defraudan al pueblo, 

Doctor Carlos Enrique Arévalo Narváez, Docen-
te Derecho Internacional

Dentro de su intervención argumentó: -
-

-
-

da en el nuevo artículo transitorio incorporado por el 

-

el anterior ingresará en estricto sentido al bloque de 
constitucionalidad para ser tenido en cuenta durante el 
periodo de implementación del mismo como parámetro 

las Normas y las Leyes de Implementación y desarrollo 

-
sión si se quiere partir de la idea de que el acuerdo 

-
-

armado, buscando reducir los efectos negativos de los 
mismos al mismo tiempo que protege a las personas 
que no participan o que ya no participan en los comba-

-

fuera de combate, y a las personas que no participan 

conducción de las operaciones militares y se limita la 
-
-

internacionales.
-

-
dos internacionales

-
les10

-

-
venios. Este artículo, conocido popularmente como el 

“La aplicación de las anteriores disposiciones no sur-
tirá efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes en 

Jean Pictet sus comentarios al apartado estudiado 

busca cambiar el estatus legal de los grupos insurgen-

normativo –condensado en una sola disposición– no 
-

° no 
-

-
dos los medios, incluido el uso de las armas; no afecta 

en el artículo 2 común a los cuatro Convenios de Ginebra del 49 y en 
el artículo primero del Protocolo Adicional I, estableciendo el CICR 
que: “Cuando se trata de una confrontación armada entre entidades 

-

ocupación extranjera y contra los regímenes racistas, en el ejercicio 

la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas”. 

10
el artículo 1 (1) del Protocolo Adicional II de 1977: “

-
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y condenar a sus adversarios por sus crímenes, de con-
formidad con la propia ley.

-

inmunidad.
° –como todo el Convenio, por lo de-

más– sólo tiene por objeto el individuo y el trato físico 
-

mente de las otras calidades de la que está revestido, 
pero carece de efecto sobre el trato jurídico o político 
que puede acarrearle su comportamiento”11.

No obstante, si bien la claridad jurídica del citado 
-

pacio a mayor discusión, políticamente si se cuestiona 

Estados que en su momento participaron en la Confe-

no implica necesariamente conferir a los insurgentes 
un cierto grado de personalidad jurídica internacio-

norma12. 
-

-

mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte de 
las otras disposiciones del presente Convenio”.

para lograr una normatividad que aplicara a los con-
-

nunciar a la de todas las demás normas de los Con-

se presentara una de dos situaciones que ameritaría 
-

° de los cuatro convenios, es 
evidente que cada una de ellas tiene la plena libertad 
para declarar su intención de aplicar, todas o parte de 

carácter de una verdadera guerra, no entendida en el 
sentido de una confrontación internacional sino más 
de una guerra civil de gran proporción. Entonces, la 
situación de millares de víctimas es tal que ya no basta 

°. Es entonces de 

-
cionarles, además de otras cuestiones. Puede llegar un 
momento en el que incluso las propias partes en con-

14

11  Jean Pictet, supra note No. 1.
12  George Abi-Saab, . Citado por 

Lindsay Moir. p. 66.
13  Jean Pictet, Supra note No. 1.
14  Ibídem.

-
-

nes se pueden ver afectadas por las confrontaciones. 
-

glas de juego porque se parte de la premisa que se va a 

15.

se puede prever será lo acordado en La Habana, no 

diferencia entre Ius ad Bellum, Ius In Bellum y Ius Post 
Bellum. El primero de estos conceptos corresponde al 

-
-

Carta de las Naciones Unidas artículos 2° (4) y 51. El 
-

Finalmente el Ius Post Bellum, corresponde al conjun-
to de reglas y principios que regulan los procesos de 

16.
-
-

-

-
-

titucional a los tratados y la costumbre internacional 

Política, incorporándolos al bloque de constituciona-
lidad”.

Doctor Juan Carlos Lancheros, Director del 
Centro de Estudios Jurídicos Derecho Justo:

Se pronunció respecto al artículo cuarto del Proyec-
to de Acto Legislativo, en diferentes aspectos: 

15
-

tet la siguiente pregunta: ¿Cuáles son las disposiciones que podrían 

-
posiciones relativas al territorio ocupado, lo mismo que las que se 

las disposiciones que conciernen a los extranjeros en el territorio de 

cuyos ciudadanos tienen todos la misma nacionalidad. Por lo demás, 
-

pleta e incondicional de este Convenio a los casos de guerra civil. 
-

venio no podrían aplicarse en caso de guerra civil, o que, en todo caso, 
. 

16
the conception of the Law of Armed Forces. European Journal of Inter-
national Law. 2006. Citad por Mark Freeeman.
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• “El blindaje no está condicionado a los resulta-
dos del plebiscito.  del PAL 
(artículos 1° y 2°) están condicionados a la refrenda-

ículo 4°

-
-

cionamiento debería ser incorporado.
• La incorporación de los acuerdos a la Constitu-

ción. 
de Constitucionalidad en sentido estricto supone, de 

-

directamente por los ciudadanos. Esta adición al texto 
de la Constitución plantea, entre otras:

• El espejismo de la intangibilidad. La intangibi-
-

una ilusión. El pueblo, el Constituyente primario, está 

que puede avalar y respaldar acuerdos o fórmulas de 
-

nativas. 
• La ausencia de transitoriedad. Es necesario pre-

-
dad del artículo. Es decir, cuál es su vigencia tempo-

obligatoriedad. Las disposiciones no son transitorias 
porque así se diga en su título, lo son porque de su 
tenor literal así se desprende. En este orden de ideas, 
es claro que no se trata de una norma especial ni ex-

• -
do ni votado. 
discutirse sobre constancias y votaciones negativas, el 

Es claro, absolutamente claro que se pretende incorpo-

• Facultades constitucionales extraordinarias. En 

como parte de la Constitución, no es otra cosa que el 
otorgamiento implícito y tácito de facultades constitu-

Estas facultades extraordinarias exceden cualquier 
mínima consideración por el principio de separación 
de poderes y suponen no solo un vaciamiento de la 
competencia constitucional de reforma constitucional 

-
cia de sus competencias, cuando no un exceso a las 
mismas. Es una norma en blanco que puede ser dili-

• La ausencia de garantías para el Gobierno na-
cional y para los colombianos. En un proceso de nego-

-

garantías claras para la población colombiana frente 
a un incumplimiento de este grupo. La garantía de no 
repetición y las consecuencias de su violación no están 
planteadas en este blindaje”.

Doctor Jaime Castro Castro, ex Ministro de Jus-
ticia:

Argumentó: “

las veces de asamblea constituyente y legislativa: toma 
decisiones y redacta artículos que envía al congreso 
para que sean convertidos en norma jurídica obligato-
ria para todos los colombianos. 

El pasado 12 de mayo remitió al congreso artículo 

octavo debates del proyecto de reforma constitucional 
que tramitan las Cámaras. 

La Comisión Primera de la Cámara aprobó, sin 

por el gobierno y las Farc.
El artículo en cuestión dispone entre otras cosas: 

-

°
-

trado en vigor, “ingresará en estricto sentido al bloque 
de constitucionalidad para ser tenido en cuenta duran-
te el periodo de implementación del mismo como pa-
rámetro de interpretación y referente de desarrollo y 
validez de las normas y las leyes” que se expidan para 

-
lativo especial para la tramitación y aprobación en el 
congreso de las leyes y actos legislativos que se rela-

Llama la atención que lo decidido en La Habana 
procedimiento legislativo espe-

cial
distintos, pero que tendrá que cambiar para cumplir lo 
decidido por la Mesa. 

Lo más importante de lo que se acaba de anotar es 
-

to constitucional, comparable a tratado internacional, 

documento inexistente porque el varias veces citado 

-
res y representantes que lo incorporan a la Carta Polí-

La aprobación impartida por la comisión primera, 
-

texto conciliado, prueba bien que la Mesa de La Ha-

de las Farc. 

de asamblea constituyente, por lo cual es de esperar 
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convocatoria de una asamblea constituyente de carac-

de asamblea legislativa (no sólo se ocupa de asuntos 
constitucionales, igualmente, decide otros de carácter 
meramente legislativo). 

de la libertad no se tomaban decisiones judiciales en 
su contra: imputación de cargos, llamamiento a juicio. 

encontraba loable la iniciativa, pedía que no se tra-

dentro del marco de la llamada justicia transicional 

-
quirido con las Farc. 

parámetro y 
referente de las decisiones que tomen las Cámaras y 

-
gislativo que el gobierno someta a su consideración 
deberán ser aprobados o improbados sin que se pueda 

-
cortes o incluirles textos nuevos, pues reciben el mismo 
tratamiento que la Constitución da a los tratados inter-
nacionales. 

-
cina notarial, porque debe refrendar todo lo que decida 
la Mesa de la Habana y las decisiones legislativas que 

-

sus cláusulas y condiciones. Ninguno de estos requisi-
-

titucional que está tomando. 
-

Final pues decidirán si están de acuerdo o no con su 
contenido y alcances. 

El instrumento más indicado para el logro del pro-
pósito anterior es el referendo, porque cumple princi-
pio democrático: el pueblo en las urnas refrenda polí-

-
siente de la ciudadanía y da la categoría constitucional 
a su pronunciamiento (refrendación jurídica). 

2015, que facilitaba la votación del propuesto referen-
do, porque permitía que tuviera lugar simultáneamente 

se votaría el pasado 25 de octubre cuando elegimos 
alcaldes y gobernadores. 

que “el referendo era el suicidio político del gobier-
-

dadanía no aprobaría alguno o algunos de los temas 

5. Lo que se está decidiendo con las Farc, por ra-

-
ción y el funcionamiento del Estado, la propiedad pri-

la frondosa normatividad legal y constitucional que 
debe expedir el congreso dentro de los parámetros del 

-
manente”.

En Representación de la Red Nacional de Pro-
-

paz):
Dentro de algunos puntos concluyeron: “Respecto 

-

acuerdos de manera expedita y, la necesidad de per-

Por demás, consideramos que el Procedimiento Le-
-

todo caso, tales medidas deben ser discutidas de ma-
nera pública, abierta, y transparente, con la sociedad 
civil organizada. 

Respecto a las Facultades presidenciales para la 

a los trámites legislativos que permitan la implementa-
no puede restringir la posibili-

dad de que se presenten demandas públicas de consti-
tucionalidad, respecto al control de constitucionalidad 

Respecto al Plan de Inversiones para la Paz, ma-
nifestamos nuestra seria preocupación por la omisión 
de los mecanismos de participación ciudadana en 
el proceso de ajuste a los Planes municipales y de-
partamentales de desarrollo, frente al Plan de Inver-

esta responsabilidad en la 
. 

En el mismo sentido, los ajustes institucionales y 
normativos necesarios para ejecutar el componente 
de paz del Plan Plurianual de Inversiones, deben ser 
diseñados de manera diferencial, atendiendo a las 
particularidades históricas, sociales, culturales y del 

-
nismos de construcción colectiva desde los territorios. 

-

una perspectiva tecnocrática. 
Es imperativo establecer los -

cación de los acuerdos, en los cuales debe participar 
la sociedad civil y la comunidad internacional. Igual-

procesos de inversiones derivados de los acuerdos, 
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tanto aquellos de fondos gubernamentales como los de 
cooperación internacional. Estos mecanismos deberán 
ser regionales, sistemáticos y periódicos, haciendo un 
ejercicio de rendición de cuentas público y abierto so-
bre la ejecución e implementación de los avances de 

Justicia:
El doctor Nieto manifestó

están claramente decididos en la convención mediana 

los tratados no son cosas distintas que un acuerdo que 
ocurre entre estados, o entre estados de organismos in-

y nada más es decir de ninguna manera puede enten-
derse que un acuerdo entre un gobierno y un grupo 

Calle, así que uno tiene que decir que los pactos de la 
-

cionales. 
Los acuerdos especiales están regulados en el artí-

-

enfermos en el mar, el tratamiento de los prisioneros y 
la protección que se debe dar a la población civil en los 

-

no internacionales como el nuestro es el artículo terce-

armados internacionales. 
-
-

-
dos especiales está claramente decidida en ese artículo 

armado internacional las normas de protección de las 
-

can los acuerdos especiales no es nada distinto que au-
-

internacionales que están en los cuatro convenios, esa 

-
manitario, un acuerdo especial no corresponde con el 

-
-

llamar lo que quieran un acuerdo especial pero eso no 

-

se sostiene por parte del doctor de la Calle, que los 

-

-
cional Humanitario.

Internacional Humanitario y que se aplican en situa-

-

-

debe procurarse la amnistía más alta posible, la am-
nistía más alta posible tiene límites, cual es el límite, 
no se pueden amnistiar, ni crímenes internacionales de 

crímenes de guerra ni crímenes de agresión o genoci-
dio, lo demás es sucesible a amnistiar de acuerdo con 

son tratados y no son acuerdos especiales.

-
-

constitución para su reforma, o el acto legislativo del 
congreso nacional o el referendo o una asamblea cons-

-

una reforma constitucional, ni puede ser aprobada por 
-

tenido de la reforma que se da, a estas alturas la ciu-
dadanía no conoce el contenido de los acuerdos o por 
lo menos no todos los acuerdos, segundo el congreso 

-
cional cuyo contenido no este explícito, a estas alturas 

pendientes de acordar y esos pactos que se van a cele-

-
titución Política colombiana”.

Representante de Transparencia por Colombia 
al Acto Legislativo para la paz:

-
pecial contemplado en artículo 1°, indica que los pro-
yectos de ley y/o actos legislativos necesarios para im-

proceso de discusión y aprobación más expedito. Este 
proceso express tiene el riesgo de dejar fuera de las 
discusiones las recomendaciones y aportes necesarios 
desde diversos puntos de vista no sólo del gobierno 

-

una diversidad de temas e iniciativas que en más de 
-

ciudadana desde una perspectiva distinta, involucran-
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-
cionales de acceso y gestión del poder en los ámbitos 

más importante si se tiene en cuenta que de acuerdo 

por el gobierno. 
-

° -
ción de los planes de desarrollo departamental y mu-
nicipal. Los ajustes a los planes de desarrollo deben 
estar sujetos a que se tengan los recursos necesarios 

-

de entrega, control y cumplimiento con el uso de los 
-

cuenta medidas que blinden el acceso a estos recursos 
de la injerencia de intereses privados y de intermedia-
rios que puedan capturar estas inversiones. 

-
do Final. El Plebiscito va a convocar a la ciudadanía 

-

entre el gobierno y las Farc. Esto es importante resal-

Bárbara González, en representación de la Cor-
poración Latinoamericana Sur:

Manifestó “En relación con el artículo 4° transito-

-

-
gislativas deben cumplir con todos los debates previs-

-
pios de consecutividad e identidad implican que tales 
iniciativas deben contar con un nivel de deliberación 

congresistas como titulares de las representación po-
° transitorio se votó en 

tres debates y en los otros tres se discutió. Con base 
-

terminado que se busca el debate democrático de los 
proyectos, siendo inadmisible los casos de inclusión de 
temas autónomos, nuevos y separables, que no tengan 
ninguna relación con los temas debatidos. Entonces, la 

nueva en los siguientes casos:
“(i) un artículo nuevo no siempre corresponde a un 

asunto nuevo puesto que el artículo puede versar so-
bre asuntos debatidos previamente; (ii) no es asunto 
nuevo la adición que desarrolla o precisa aspectos de 
la materia central tratada en el proyecto siempre que 
la adición este comprendida dentro de lo previamente 
debatido; (iii) la novedad de un asunto se aprecia a la 

propuesto por la Comisión de Conciliación que crea 

una fórmula original para superar una discrepancia 
entre las Cámaras en torno a un tema” - Corte Cons-

-

-
° -

indicando las siguientes claridades: - Los tratados de 
-

nitario (C. P. artículos -
man con el resto del texto constitucional un “bloque de 

ª 

acuerdos que no son tratados, ya que no se celebra en-

-
tica de compromisos recíprocos para una aplicación 

-
cipios de valor constitucional que sin aparecer en el 
texto de la Constitución, constituyen parámetros del 
control de constitucionalidad de las leyes debido a que 

-

°

sea de índole internacional y que surja en el territorio 

como mínimo, las siguientes disposiciones: 1. Las per-
-

cualquier otra causa, serán, en todas las circunstan-

-
gión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o 
cualquier otro criterio análogo. 

-
nadas: a) los atentados contra la vida y la integridad 

-
mas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y 

contra la dignidad personal, especialmente los tratos 

las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legíti-
mamente constituido, con garantías judiciales recono-

-
tidos. 
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-
gor, mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte 
de las otras disposiciones del presente Convenio. La 
aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá 
efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes en con-

-
yeron en los acuerdos de alto el fuego, un compromiso 

-

Responsabilidades con las personas civiles evacuadas, 
-

dades militares y civiles de explicar las desapariciones 

la ubicación de minas terrestres. - Promoción del pleno 

La crítica sobre esta propuesta está en que el artícu-

armado interno y dispone unas obligaciones no nego-
ciables ni condicionadas para las partes enfrentadas 

Es por esto que en el Acto Legislativo de Acuerdo 

con las Farc, son los nuevos constituyentes, de ahora 
en adelante los colombianos tendremos que aceptar las 
nuevas leyes que ellos nos impongan, porque desde la 
mesa de La Habana se está legislando y es a través del 
gobierno que se están enviando todas las normas, ar-
tículos y leyes que las Farc siempre han querido es-
tablecer y por medio de esta administración lo están 

-
nas el inicio de las atribuciones que van a tener estos 
terroristas que se convirtieron en constituyentes.

-

a las Farc le parezca y adicionalmente lo que han ve-

interpretación, con los cuatro Convenios de Ginebra, 
porque son normas del Derecho Internacional Humani-
tario, quieren incorporarlo al bloque de constitucionali-
dad, teniendo en cuenta que no es un acuerdo especial, 

-
cionales o no internacionales, “EN -
to, la partícula en, nos ubica en tiempo modo y lugar y 
no para hacerlo con posterioridad o darle validez a un 

una cantidad de temas, que no tienen nada que ver con 
el Derecho Internacional Humanitario, como lo son los  
temas de tierra, participación política, como si fueran 
los dueños de la Constitución colombiana. 

Proposición

Por las anteriores razones, me permito proponer el 
archivo del Proyecto de Acto Legislativo número 157 
de 2015 Cámara, 04 de 2015 Senado, por medio del 
cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar 
y asegurar la implementación y el desarrollo normati-
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